
Contratación estatal y riesgos de corrupción en el Municipio de Bucaramanga: Estudio 

comparado de las administraciones de Luis Francisco Bohórquez (2012 al 2015) y Rodolfo 

Hernández (2016 al 2019) 

 

 

Magda Patricia Suárez Carvajal 

Informe final para optar el grado de magister 

Directora 

Lilia Aidé Velasco Abril 

Magister en Derecho 

Universidad Autónoma de Bucaramanga 

Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas 

Maestría en Políticas Públicas y Desarrollo 

2021 

 

 

 

 



1 
 

Tabla de Contenido 

Resumen ..................................................................................................................................................... 3 

Introducción................................................................................................................................................ 4 

1. RIESGOS DE CORRUPCIÓN EN MATERIA DE CONTRATACIÓN ESTATAL ................................................. 12 

1.1 Breve conceptualización sobre el fenómeno de Corrupción ......................................................... 13 

1.2 Teoría crítica alrededor de la Corrupción Administrativa ................................................................... 16 

1.3 Avance doctrinal sobre los riesgos de Corrupción .............................................................................. 19 

2. MARCO JURIDICO DE LAS LICITACIONES PUBLICAS ............................................................................... 22 

2.1 La licitación pública a nivel Constitucional .......................................................................................... 22 

2.2 Normas legales sobre licitaciones públicas ......................................................................................... 23 

2.3 Jurisprudencia en materia de licitaciones públicas ............................................................................. 40 

3. COMPARACIÒN DE RIESGOS DE CORRUPCION EN BUCARAMANGA ENTRE LA ADMINISTRACION DE 

LUIS FRANCISCO BOHORQUEZ Y LA ADMINISTRACIÒN DE RODOLFO HERNANDEZ RESPECTO DE LA 

CONTRATACIÒN ESTATAL EN LICITACIONES PÚBLICAS ............................................................................. 42 

3.1 Análisis de las licitaciones públicas durante la administración de Luis Francisco Bohórquez  (2012 AL 

2015) ......................................................................................................................................................... 47 

3.2 Análisis de las licitaciones públicas durante la administración de Rodolfo Hernández   (2016 AL 2019

 .................................................................................................................................................................. 57 

3.3 Comparaciones y resultados ............................................................................................................... 61 

4. CONCLUSIONES ..................................................................................................................................... 63 

5.REFERENCIAS BIBLIOGRAFICAS .............................................................................................................. 71 

 

 

 

 

 

 



2 
 

Índice de tablas 

 

Tabla 1 Requisitos Habilitantes ................................................................................................................. 33 

Tabla 2  Principios ..................................................................................................................................... 38 

Tabla 3 LICITACIONES PÚBLICAS DURANTE LA ADMINISTRACIÓN DE LUIS FRANCISCO BOHÓRQUEZ (2012 

AL 2015) .................................................................................................................................................... 47 

Tabla 4 LICITACIONES PÚBLICAS DURANTE LA ADMINISTRACIÓN DE RODOLFO HERNANDEZ (2016 AL 

2019 .......................................................................................................................................................... 57 

Tabla 5  Indicadores de cuantificación de riesgo 2012 al 2015 ................................................................. 61 

Tabla 6 Indicadores de cuantificación de riesgo 2016 al 2019 .................................................................. 62 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



3 
 

 

Resumen  

 

El trabajo de investigación analiza los riesgos de corrupción de la contratación estatal, 

haciendo el ejercicio de comparar las licitaciones públicas de los periodos administrativos 2012-

2015 (Luis Francisco Bohórquez) y 2016-2019 (Rodolfo Hernández).  

En primer lugar, se aborda una conceptualización general del fenómeno, esto en aras de 

aterrizarlo al caso concreto de la corrupción administrativa en la contratación estatal. Para ello, 

se hace un recuento dogmático y teórico sobre los riesgos de corrupción en la contratación 

estatal, sus indicadores y formas de evaluación. De otra parte, se estudia la licitación pública 

reconociendo que a través de esta deben garantizarse los principios dispuestos en el artículo 209 

superior para el ejercicio de la función administrativa. En perspectiva de evaluar el nivel de 

riesgo de ambas administraciones, se tomaron los siguientes indicadores: reiteración de un 

contratista, único oferente o número reducido de proponentes, adiciones y terminación del 

contrato.   
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Introducción 

En el marco de la Constitución Política, la contratación estatal aparece como un 

instrumento jurídico orientado a materialización de los fines institucionales y del Estado Social 

de Derecho, es decir, garantía de derechos fundamentales y prestación de servicios públicos. A 

partir de ello, se deriva que los particulares en calidad de contratistas asumen un compromiso 

especial frente a los mandatos constitucionales.    

Ahora bien, el campo de la experiencia administrativa evidencia que donde hay manejo y 

administración de recursos públicos, existen riesgos de corrupción. Por ello, los procesos de 

contratación estatal no están exentos de hechos de corrupción, los cuales se dan a raíz de 

sobrecostos, favoritismos en la selección de contratistas, realización de obras innecesarias, 

contratación de personas naturales o jurídicas no idóneas etc.   

En aras de delimitar las dimensiones de espacio y tiempo del problema planteado, se ha 

escogido el municipio de Bucaramanga durante las administraciones de Luis Francisco 

Bohórquez y Rodolfo Hernández. La idea fundamental es comparar los procesos licitatorios de 

ambas administraciones teniendo en consideración los riesgos de corrupción que podrían haber 

incidido. Para ello, se responderá a la pregunta ¿Cuáles son los riesgos de corrupción que se 

presentaron en la contratación estatal a través de la modalidad de licitación pública en el 

municipio de Bucaramanga durante las administraciones de Luis Francisco Bohórquez y Rodolfo 

Hernández? 
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El presente trabajo de investigación es de carácter cualitativo, pero además adopta un 

enfoque hermenéutico, analítico, exploratorio, descriptivo y explicativo. En perspectiva de 

alcanzar el objetivo general, se traza los siguientes objetivos específicos: (i) identificar y estudiar 

los riesgos de corrupción que se presentan en la contratación estatal (ii) precisar los términos 

constitucionales, legales y reglamentarios de los procesos de licitaciones públicas (iii) examinar 

y analizar la contratación por licitación pública de las administraciones de Bohórquez y de 

Hernández, teniendo en cuenta riesgos de corrupción y la normatividad de contratación estatal.  

No sobra mencionar que, en aras de responder al problema jurídico planteado, se hizo en 

primera instancia un recaudo y organización de las licitaciones públicas celebradas durante las 

administraciones de Luis Fernando Bohórquez (2012-2015), que fueron 128 y Rodolfo 

Hernández (2016-2019),  64 , que de las mismas se analizó el pliego de condiciones, acta de 

cierre, acta de adjudicación y acta de liquidación  y en segunda instancia, un análisis de carácter 

cualitativo y cuando más semicuantitativo orientado a obtener una calificación del riesgo de 

corrupción en los respectivos procesos contractuales.    La metodología escogida no adopta 

ningún modelo en específico, pero si se vale de los niveles de riesgo del modelo cuantitativo de 

Montecarlo, es decir, riesgo bajo, medio, a los cuales introduce la variación de riesgo mínimo, 

menor, medio, significativo, y alto.   

Conceptualmente, la corrupción se define como una práctica orientada a defraudar ciertas 

expectativas éticas consignadas en la ley o incluso propugnadas por la moral pública. Ahora 

bien, aunque la corrupción está casi inscrita en el código genético de la sociedad y la 

administración pública, no es un fenómeno que no pueda prevenirse e incluso, superarse. Se 

sostiene que un sistema sancionatorio débil y flexible, maximiza los riesgos de corrupción, pues 
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los encargados de administrar recursos a través de la contratación pública, optan por violar la 

norma a sabiendas de la improbabilidad de ser objeto de castigos penales. De otra parte, también 

se muestra que hay una influencia de contextos dominados por influencias, posición dominante, 

tejemanejes, contubernios, impunidad etc.  

En ese sentido, se impone la necesidad de identificar los riesgos de corrupción en la 

contratación estatal, luego esto permite tratar sus causas, sus motivaciones y factores 

determinantes, y así formular medidas, estrategias y propuestas orientadas a superar el 

fenómeno. 

Desde los años 80, debido a la gran cantidad de hechos de corrupción presentados en el 

mundo, la corrupción fue incluida en la agenda de la clase política y medios oficiales. Es por esto 

que Transparency International, The Global Coalition Against Corruption, midió los niveles 

percibidos de corrupción en el sector público en 180 países y territorios. “A partir de 13 tipos de 

encuestas diferentes a empresarios y evaluaciones realizadas por expertos, el índice asigna sus 

puntuaciones de acuerdo con una escala de 0 (corrupción elevada) a 100 (transparencia elevada). 

Los resultados muestran un panorama tristemente familiar: más de dos tercios de los países 

obtienen una puntuación inferior a 50. El promedio global se sitúa en tan solo 43 puntos. Quizá 

lo más preocupante es que la mayoría de países no han avanzado, sólo 20 de ellos han mostrado 

una mejora significativa en los últimos años” (Transparency International, 2019) 

En este informe Colombia ocupa el lugar número 92 entre 180, con una puntuación de 

39, además, en dicho informe se evidencia que la región de las Américas no muestra avances 

significativos en la lucha contra la corrupción, lo que se está vislumbrando es la toma del poder 

por líderes populistas, que hace que medios de comunicaciones y demás actores no estén siendo 
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tenidos en cuenta, haciendo que se pierda la capacidad para poder activar los mecanismos de 

control. (Transparency International, 2020) 

Actualmente, la cultura política se encuentra deteriorada por la corrupción, logrando 

afectar las bases de la democracia en los países de América Latina y el Caribe, al punto de poder 

evidenciar en los procesos electorales la compra de votos y el debilitamiento de las instituciones 

políticas, entonces crece la desconfianza en los gobiernos, arrojando como resultado el rechazo 

generalizado por parte de la ciudadanía a causa de la corrupción.   Es así como el pasado 27 de 

octubre de 2019 en las elecciones de autoridades locales en Colombia, los candidatos utilizaron 

como bandera de cada una de sus campañas la lucha contra la corrupción, atendiendo el clamor 

ciudadano frente a este flagelo, pues cada programa de gobierno dedicaba un capítulo especial 

por la transparencia. 

Ahora bien, Según datos del Barómetro Global de la Corrupción en América Latina y el 

Caribe, publicada por Transparency International, “Perú y Colombia registran el porcentaje más 

alto de ciudadanos que consideran que la corrupción es un problema grave en su país, (96% y 

94%); por lo tanto, la medición permite concluir que los ciudadanos de América Latina 

consideran la corrupción en el sector público como un fenómeno generalizado”.   

Aterrizando al plano nacional, departamental, y municipal tenemos, que entre 2018 -2019 

Informe elecciones y contratos de Transparencia por Colombia, determinó que la modalidad que 

más se utiliza es la contratación directa a nivel municipal y de concejos municipales y a nivel 

departamental la modalidad de licitación pública, generando una preocupación sobre la manera 

como se están tomando decisiones en la asignación de buena parte del presupuesto público en el 

nivel territorial.  
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Entre los análisis realizados por Transparencia por Colombia, sobre los patrones de 

financiación de campañas, se demostraron que la mayoría de los recursos para el financiamiento 

de la política provienen de fuentes privadas. Mientras la mayor fuente de ingresos para financiar 

campañas en Colombia sea privada seguirá existiendo el alto riesgo de que a través de estos 

recursos se capture la contratación pública. (Transparencia por Colombia , 2020)   

La preocupación a nivel internacional ha dado para que se tengan varios   instrumentos 

que se han adoptado para combatir la corrupción, como los son: El Pacto  Global Anticorrupción 

– 1999, de las Naciones Unidas la cual empieza a desarrollar actividades para definir actividades 

específicas en la lucha contra la corrupción entre la que se encuentra la expedición del Pacto 

Global Anticorrupción, Convención Interamericana contra la Corrupción promovida por la 

Organización de Estados Americanos – OEA, creada en 1996; el grupo de Estados contra la 

Corrupción – GRECO, creado en Europa en 1998, año en el que surgió la convención penal de 

corrupción y el año siguiente la convención civil contra la corrupción; la convención de la 

OCDE, para la lucha contra el soborno de funcionarios públicos en transacciones comerciales 

internacionales sancionad en el 2000; y por último en el  año 2005 se creó el Foro de 

Cooperación Económica de Asia Pacifico con el grupo de Trabajo Anticorrupción.  

Colombia no ha sido ajeno en la adopción de instrumentos que combatan la Corrupción 

como bien hace la recopilación Juan Carlos Henao y Aníbal Rafael Zarate, (2018):  

Estatuto Anticorrupción (Corte Constitucional, Sentencia C – 827 de 2001), plan 

anticorrupción y atención al ciudadano (Decreto 124 de 1996), ley para controlar el 

contrabando, la evasión fiscal y el lavado de activos (Ley 1762 de 2015), código de Ética 

y disciplinario de los congresistas (Ley 1828 de 2017), diferentes disposiciones en 
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materia penal (Ley 599 de 2000 código penal, 906 de 2004, código de procedimiento 

penal, 890 de 2004 modifica y adiciona código penal, ley 1142  de 2007 y ley 1778 de 

2016, por medio del cual se dictan normas respecto de la responsabilidad de las personas 

jurídicas por actos de corrupción transnacional  y se dictan otras disposiciones en materia 

de lucha contra la corrupción), y en materia de contratación pública (Ley 80 de 1993 y 

1150 de 2007, Decreto 1510 de 2013, Decreto 92 de 2017), normas en asuntos 

disciplinarios y fiscal (Ley 610 de 2000, directiva presidencial 02 de 2010, Ley 734 de 

2002, ley 87 de 1993, directiva presidencial 01 del 18 febrero de 2015, sobre el reporte a 

la Secretaria de Transparencia de la Presidencia de la República de posibles actos de 

corrupción), así mismo, se han creado: una comisión para moralización y otra para lucha 

contra la corrupción (Estatuto anticorrupción reglamentada  por el Decreto 4632 de 

2011); una secretaría para la transparencia al interior de la Presidencia de la República 

(Decreto 4637 de 2011), normas para promover y proteger la participación ciudadana y la 

simplificación de trámites. (Universidad Externado de Colombia , 2018, págs. 33, 34). 

Así mismo, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) dedica su 

documento 167 de 2013 al componente nacional de la Política Pública Integral Anticorrupción 

(PPIA), “cuyo objetivo central es fortalecer las herramientas y mecanismos para la prevención, 

investigación y sanción de la corrupción en Colombia” (p. 4). Es decir, afianzar factores 

concretos para reducir el fenómeno de la corrupción y sus efectos colaterales en el país.  

Este CONPES establece estrategias para los sectores público y privado, puesto que la 

búsqueda de la transparencia es responsabilidad de ambos. Busca también generar una mayor 

consciencia y entendimiento de la problemática en cuestión, para que las estrategias puestas en 
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práctica sean más efectivas. Es importante aclarar que el documento no contiene acciones 

específicas, sino orientaciones para facilitar el aminoramiento de la corrupción (CONPES, 2013). 

(Bedoya Caballero Carlos, 2017) 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que una normativa robusta existe para combatir 

el fenómeno de corrupción en cualquier escala, pero sin lugar a dudas, mientras la ética no esté 

inmersa en el actuar de los actores que intervienen en los diferentes procesos, difícilmente las 

estadísticas darán un giro promisorio para que la inversión de los recursos públicos garantice el 

logro del principio fundamental constitucional de primacía del interés general.  

Pregunta de Investigación  

¿Cuáles riesgos de corrupción se presentaron en la contratación estatal en el municipio de 

Bucaramanga durante las administraciones de Luis Francisco Bohórquez y Rodolfo Hernández? 

Objetivo General.  

Comparar las administraciones municipales en las políticas de gestión contractual de Luis 

Francisco. Bohórquez y Rodolfo Hernández respecto a los riesgos de corrupción en la 

contratación estatal. 

Objetivos Específicos. 

1.  Identificar y Estudiar los riesgos de corrupción que se presentan en la contratación estatal 

2. Precisar los términos constitucionales, legales y reglamentarios de los procesos de licitaciones 

públicas 
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3. Examinar y analizar en la modalidad de licitación pública aplicada en las administraciones 

municipales de Luis Francisco Bohórquez (2012 al 2015) y Rodolfo Hernández (2016 al 2019), 

teniendo en cuenta riesgos de corrupción y la normativa de contratación estatal 

La investigación realizada se basa en la comparación de la contratación estatal en la 

modalidad de licitación pública, en las administraciones de Luis Francisco Bohórquez y Rodolfo 

Hernández, lo que determina su carácter mixto, pues tiene un abordaje cuantitativo y cualitativo.  

Adopta un enfoque cuantitativo por cuanto se parte de una revisión documental de la relación de 

los datos sobre variables determinadas, asimismo, cuenta con un enfoque cualitativo por cuanto 

se efectúa un análisis de dichos datos para comprender e interpretar los resultados de la revisión 

documental realizada en esta investigación. 

Se realizó la revisión documental del 100% de los pliegos de condiciones y contratos 

reportados en el Sistema Electrónico de Compra pública – SECOP en las modalidades de 

licitación pública, en cada una de las administraciones objeto de este estudio. 

Se aplica la metodología analítica y cuantitativa de evaluación del riesgo de corrupción 

en la contratación estatal, tomando indicadores puntuales como reiteración de contratistas, 

número reducido de oferentes, adiciones, no terminación del contrato.  El porcentaje señala el 

nivel de riesgos y se mide de acuerdo al número de contratos de una administración determinada 

que cumplen satisfactoriamente con el indicador evaluado. A partir de ello, se da una puntación 

que emana de un puntaje asignado a cada nivel de riesgo. (BIDERBOST, 2016, págs. 56-287)  

El nivel del riesgo puede medirse en cinco grados: riesgo mínimo, riesgo menor, riesgo 

medio, riesgo considerable y riesgo alto. La escala se cuantifica en orden a porcentajes: riesgo 
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mínimo (0 – 10%) riesgo menor (10%-25%) riesgo medio (25%- 50%) riesgo considerable 

(50%-75%) riesgo alto (75% -100%). Estos porcentajes aplicados a la contratación estatal, se 

hacen sobre la base de la comparación entre número de riesgos identificados y número total de 

contratos durante cada periodo administrativo. Por último, en miras de calcular, se da un puntaje 

fijo a cada nivel de riesgo y se tiene que cada indicador tiene el mismo valor: Riesgo alto (10 

puntos) Riesgo Considerable (8 puntos) Riesgo medio (6 puntos) Riesgo menor (4 puntos) 

Riesgo mínimo (2 puntos). No sobra mencionar que, a mayor puntaje, mayor riesgo de 

corrupción.   

En el primer capítulo se abordará el título de riesgos de corrupción en materia de 

contratación estatal a través de una breve conceptualización sobre el fenómeno de la corrupción, 

la teoría critica alrededor de la corrupción administrativa y la relación entre corrupción y 

contratación estatal. En el segundo capítulo se tratará el marco jurídico de las licitaciones 

públicas a partir de la definición general del concepto, la exposición de la normativa vigente, las 

reglas constitucionales y la jurisprudencia correspondiente. Por último, se hará un análisis de 

contratación estatal en las administraciones de Luis Francisco Bohórquez (2012 al 2015) y 

Rodolfo Hernández (2016 al 2019), en la modalidad de licitación pública, esto a la luz de los 

indicadores de riesgos de corrupción, comparación y resultados, para finalizar con un acápite de 

conclusiones derivadas del trabajo investigativo en el cual queda plenamente identificado el 

cumplimiento de los objetivos propuestos.     

 

1. RIESGOS DE CORRUPCIÓN EN MATERIA DE CONTRATACIÓN ESTATAL 
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Antes de examinar la teoría y dogmática jurídica sobre riesgos de corrupción, se aporta 

una conceptualización respecto del fenómeno, tomando como punto de partida situaciones 

generales para finalmente llegar al marco de la administración pública y de la contratación 

estatal. No sobra mencionar que el tema de riesgos surge a raíz de la necesidad de identificar 

ciertas circunstancias o factores cuya incidencia se constituyen en alertas de una alta 

probabilidad de ocurrencia de un acto de corrupción.     

 

 

1.1 Breve conceptualización sobre el fenómeno de Corrupción   

 

Desde un punto de vista etimológico, el concepto corrupción procede del latín 

‘corruptio’, el cual, referencia una perversión del orden y la disposición normal de las cosas. De 

otro lado, el sustantivo ‘corruptio’ emana del verbo ‘corrumpere’, enlazado a degeneración, 

deterioro, o destrucción. En términos lingüísticos, la noción de corrupción se asocia a la 

mutación de algo que es y deja de ser de modo progresivo por corromperse. En el ámbito de lo 

político, la corrupción significa la renuncia a virtudes públicas por acoger vicios privados, o 

mejor, la cesión de lo colectivo en beneficio de particulares.  

La corrupción se da en la medida que un agente se separa de su deber posicional, 

funcional u orgánico, sea este de naturaleza ética, profesional, económica, política, cultural o 

jurídico. Los actos de desfalco del erario, de apropiación ilegítima e ilegal de recursos públicos 

en miras de enriquecer entidades o personas privadas, son ejemplos visibles de corrupción, no 

obstante, en lo público puede haber un tipo de corrupción subrepticia pero no por ella menos 
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dañina. Esto es el caso de la expedición de leyes y/o actos administrativos que, aunque fueron 

formadas en observancia de requisitos legales, su mera aplicación deriva tremendas disfunciones 

o injusticias sociales. (Estévez, 2005).      

Sin lugar a dudas, la corrupción es un fenómeno social y cultural que se origina a raíz del 

arraigo y permanencia de ciertos valores, consideraciones, intereses, imaginarios y 

representaciones colectivas. En un sentido material, la corrupción implica la preexistencia de 

posiciones de poder orgánicas –en cualquiera de sus expresiones: poder político, poder social, 

poder económico, poder religioso, poder tradicional, poder institucional, poder laboral etc.- y 

circunstanciales -la ventaja que ostenta el personal de confianza y manejo de una empresa-. 

(Wainstein, 2003)  

Ahora bien, las relaciones de poder no se dan en el marco de unas estructuras fijas, sino 

de ciertas dinámicas sociales y culturales, donde la regla es abusar del otro, defraudar la 

confianza, manipular los resultados o valerse de maniobras para obtener ventajas injustificadas. 

Así las cosas, son actos de corrupción de una misma causa: el acto torcido del empleado en 

detrimento del empleador, del conductor de un vehículo que omite señales de tránsito y compra 

al policía, o del joven lumpen que sustrae una bolsa de pan de la panadería (Mujica y Huber, 

2008). En este punto, vale la pena aclarar que las relaciones de poder no deben entenderse como 

situaciones concretas, sino en perspectiva de una enorme matriz de valores y conceptos comunes, 

de un conjunto o serie de situaciones que evidencia el deseo de sobresalir sin miramientos de 

ningún límite político o ético. 

En un sentido quizá más profundo puede aseverarse que la corrupción es el lenguaje 

característico y universal del poder. Igual conviene entender aquí la diferencia conceptual entre 
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relaciones jerárquicas y de autoridad -por ejemplo, padre e hijo, empleador y empleado-, y 

modos de relacionamientos basados en la explotación, el abuso, desconocimiento de la otredad, 

irrespeto, sobrecarga etc. Así las cosas, por fuera del soborno, del chantaje, de las prestaciones a 

cambio de un ‘favor’, de la amenaza, constreñimiento etc., el poder pierde su inherente condición 

de dominio, corrupción y capacidad de violentar normas sociales. (Mujica y Huber, 2008) 

Bajo una perspectiva crítica, la corrupción podría ubicarse en la misma lógica del 

capitalismo. No sobra añadir que la aplicación indiscriminada de la regla de racionalidad 

económica de ‘minimización de costos y maximización de beneficios’ conduce a la 

fundamentación moral de los actos de corrupción, luego estos obedecen al sentido de sacrificar 

medios legales en pro de la eficacia de mostrar resultados. La ley garantiza unos mínimos de 

ética cuya razón de ser está en la necesidad de preservar el bienestar general por encima de 

intereses privados.   

El fenómeno de corrupción invita a pensar en la relevancia ética de los medios, 

instrumentos, procedimientos, procesos, o metodologías del hacer. Como contrapartida, se piensa 

que la corrupción es un fenómeno que defrauda las prácticas y usos de buen gobierno y no tanto 

una cuestión adherida a la estructura orgánica y funcional del capitalismo. Desde un punto de 

vista histórico, en América Latina, la corrupción se remonta al período colonial, cuando los 

encargados de administrar el virreinato de las Indias escondían datos sobre los recaudos fiscales 

y los manejos del tesoro de la corona para así enriquecerse impunemente (Standing, 2017). En 

ese sentido, parece que la corrupción viene arraigada a todo sistema donde la ley está marcada 

por la dominación, explotación y sometimiento del otro.  



16 
 

No cabe duda que la corrupción es un fenómeno estructural y sistemático que atraviesa y 

configura diversos ámbitos: político, social, cultural, religioso, económico etc. En lo político, la 

corrupción indica la instrumentalización de esfuerzos colectivos en miras de beneficiar privados: 

desviación de recursos del Estado, prevaricato para favorecer particulares, peculado por 

apropiación de fondos nacionales, expedición de leyes o actos de gobierno que trasgreden 

derechos fundamentales o intereses legítimos, soborno a autoridades públicas, recepción de 

prebendas por parte de políticos que ocupan puestos de mando etc. (Hübbe, 2014). La corrupción 

en la esfera pública o política adquiere una especial connotación en la medida que demarca una 

afectación directa contra el total de la sociedad o comunidad. La administración pública cooptada 

por carteles de la corrupción, funciona de manera defectuosa o en franca contradicción a sus 

propósitos institucionales, hecho que, lamentablemente, se traduce en negación de derechos 

fundamentales y colectivos, empobrecimiento, marginalización y delincuencia. Si se entraba la 

institucionalidad, también se altera el curso normal o adecuado de las relaciones sociales. 

1.2 Teoría crítica alrededor de la Corrupción Administrativa  

 

En el marco del debate jurídico-político, la corrupción en la Administración Pública se 

elucida como aquel fenómeno donde las acciones de los administradores no corresponden a la 

aspiración colectiva del interés general. Ahora bien, la corrupción administrativa no logra 

entenderse sin relacionar las dimensiones que la informan: (i) quiebre del Estado de Derecho (ii) 

influencia del poder económico en los destinos de lo público y (iii) cartelización de una clase 

política convertida en un grupo de gestores de intereses particulares que contravienen el sentido 

del interés común o general (Martínez, 2010) 
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El quiebre del Estado de Derecho se da a costa de la violación frontal de las normas de 

funcionamiento de la Administración y su relación con los asociados. La influencia del poder 

económico en la adopción de políticas o medidas ‘institucionales’ representa el mantenimiento y 

perpetuación de ciertos intereses individuales que entran en contradicción frente a la satisfacción 

de demandas populares o garantías de derechos constitucionales (Standing, 2017). Por último, la 

cartelización de la clase política se pone de manifiesto a través de la cooptación de la 

institucionalidad por parte de funcionarios o servidores públicos que fungen con la motivación 

de capitalizar las intenciones de sectores económicos hegemónicos. A la vista de un análisis 

económico, el problema de la corrupción implica un asunto de déficit de la racionalidad 

administrativa, la cual se ve desplazada por la racionalidad economicista de los gestores de lo 

público –privados y estatales-. En ese sentido, los administradores y quienes desde el sector 

privado influyen en sus decisiones, solo piensan en la garantía del bienestar general a medida que 

esto no suponga una erosión o disminución del beneficio de sus intereses particulares (Standing, 

2017). 

La comprensión del fenómeno de corrupción en la administración pública exige una 

mirada de contexto. Con miras de ello, se identifican tres aspectos sistémicos que también son 

elementos causales de corrupción administrativa: (i) la consolidación de un sistema económico 

que está por encima de lo político (ii) un diseño institucional equívoco e inadecuado y (iii) la 

ausencia de una ciudadanía organizada. El primer aspecto, referido a la preexistencia de un 

sistema económico que se haya por encima de lo político, prefigura un escenario donde el Estado 

y la Administración aparecen como instrumentos formales y legítimos de gestión, promoción y 

materialización de intereses privados. Así las cosas, la administración pública prioriza en la 

ambientación de una infraestructura física funcional a una razón económica determinada, 
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aplazando con ello, el objetivo de proteger los intereses legítimos de la ciudadanía (Gutiérrez, 

2018). De otra parte, el diseño institucional equívoco o inadecuado hace alusión a las debilidades 

que presentan las entidades públicas frente a la prevención y erradicación del fenómeno de 

corrupción, esto es, inexistencia de independencia y autonomía de organismos de control o un 

sistema penal condescendiente que trata a los atracadores del erario y el fisco a partir de cierta 

consideración politizada. Bajo una perspectiva más amplia, emerge la ausencia de una 

ciudadanía organizada, esto es, individuos y comunidades empoderadas en conocimiento de los 

manejos públicos, normas que tutelan sus derechos e intereses, incapacidad de ejercer una 

fiscalización que ponga en punto de mira la gestión de los recursos y democratice el ejercicio del 

poder público. 

Debido a la alta incidencia de escándalos de corrupción administrativa, se ha ido 

generando cierta sensibilidad colectiva frente al fenómeno, cuestión evidenciada en el 

significativo volumen de noticias que informan sobre estos ilícitos y la apertura, no menos 

numerosa, de procesos de judicialización penal contra los presuntos responsables. No obstante, 

esto apenas ornamenta una teatralidad social e institucional alrededor del tema, sin que ello se 

traduzca o mejor, desenvuelva en disminución o desaparición de los casos de corrupción.  

El asunto pone de manifiesto que la corrupción no se combate únicamente mediante 

mecanismos represivos o de activación del aparato judicial del Estado, y que, por tanto, requiere 

de una serie de medidas más asociadas a la garantía de buen gobierno y gobernanza. Aquí cobra 

especial sentido la identificación institucional y ciudadana de riesgos de corrupción, hecho que 

se asegura a partir de un seguimiento preventivo por parte de organismos de control a los 

manejos de fondos de la nación, la organización de la ciudadanía alrededor de veedurías con la 
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capacidad de fiscalizar el destino de los recursos públicos y el cumplimiento de objetivos 

misionales y constitucionales y la disposición de una normatividad que precise estándares, 

criterios, y reglas claras de buen gobierno y gobernanza (Cerrillo, 2011). 

Sin lugar a dudas, la corrupción administrativa encuentra su principal causa material y 

formal en el diseño defectuoso y tendencioso de la institucionalidad pública. En primer lugar, se 

vislumbra que un sistema de administración pública plegado a la discrecionalidad del 

administrador y no estructurado sobre la base de la meritocracia, sugiere un riesgo prominente de 

arraigo e incidencia del fenómeno de corrupción administrativa. La corrupción es inversamente 

proporcional a la limitación del poder, y en ese sentido, entre menos espacios innecesarios de 

decisión se le reconozcan al servidor público, mayor probabilidad de un ejercicio de 

administración transparente, técnico y eficiente. Cabe advertir que la problemática de corrupción 

se debe en parte a una falta de interiorización de valores de lo público, de prevalencia del interés 

general por encima del interés del particular, y eso solo se consigue a través de la 

institucionalización general de la carrera administrativa del funcionario o empleado público. Si 

persisten las relaciones de dependencia y gregarismo de los burócratas, no resulta posible que 

estos tomen distancia y actúen motivados por su independencia y autonomía de cara a los 

desajustes de los administradores. De allí que la crisis de valores públicos, ubicada en la propia 

génesis del fenómeno de corrupción, se supera en la medida que los encargados de ejecutar 

acciones administrativas exhiban aptitudes y actitudes éticas respeto del ejercicio de sus 

funciones y competencias, para incluso, denunciar lo que no aparece ajustado a la licitud. 

1.3 Avance doctrinal sobre los riesgos de Corrupción  
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Cabe advertir que la medición del riesgo implica un análisis sobre la interacción entre una 

amenaza y la capacidad humana colectiva o individual -física, material, tecnológica- de 

contenerla, neutralizarla o resistirla. En ese sentido, el concepto precisa la probabilidad que tiene 

una amenaza de convertirse en siniestro o desastre. Así las cosas, ante la presencia de una 

situación de peligro, habrá mayor riesgo en la medida que no haya una contingencia sólida. En 

ese sentido, la administración o gestión del riesgo fundamenta estrategias encaminadas a 

desaparecer o controlar las amenazas a partir del reforzamiento de la prevención, la facultad 

institucional, local o colectiva de responder a un estrago (Lindor, 2020).    

Dado que a través de la contratación estatal se canalizan ingentes recursos fiscales, 

conviene insistir en la valoración cuantitativa y cualitativa del riesgo de corrupción. Al respecto, 

Aymerich (2014), precisa: “…Cualitativamente, si la corrupción es fuente de descrédito de las 

instituciones y de desconfianza hacia el proceso democrático, dada su predilección por los 

lugares de encuentro entre el poder político y el económico, puede afirmarse que los riesgos de 

corrupción en el ámbito de la contratación pública son especialmente elevados...” (p.210)   

En aras de precisar la probabilidad de ocurrencia de un acto de corrupción, se ha 

establecido una serie de indicadores de riesgo, los cuales para el caso del sistema de contratación 

estatal pueden agruparse en tres grandes categorías: indicadores de competencia, indicadores de 

transparencia e indicadores de quebrantamiento de la ley (Rodríguez, 2013). A grandes rasgos, la 

falta de competencia se mide en razón del número de participantes de una licitación pública, 

número de empresas ganadoras cada 100 contratos y porcentaje de adjudicación por contratación 

directa. De otro lado, la falta de transparencia se evalúa a partir de variables como numero de 

datos no inscritos, fallas en la publicidad de los actos y contratos, porcentaje de procedimientos 
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presenciales. Por último, las violaciones a la ley se constatan a partir de la asignación de 

contratos a empresas fantasma, adjudicación de contratos a empresas sancionadas, porcentaje de 

procesos contractuales marcados por modificaciones o adiciones, contratos reconocidos a 

empresas sin soporte financiero o técnico, porcentaje de licitaciones sin convocatoria (Zuleta, 

2019). 

Pese a lo anterior, no existe uniformidad de criterios frente a la evaluación de riesgos de 

corrupción en la contratación estatal. Aparte de los elementos esbozados en párrafo anterior, 

existen otros factores de análisis de riesgo de corrupción, como, por ejemplo, el contexto social y 

económico, el mantenimiento de ciertos grupos de poder en cargos de representación popular, la 

cooptación de la contratación por parte de un número reducido de empresarios o firmas 

ingenieriles etc. Desde un punto de vista más concreto, otros indicativos de corrupción pueden 

estar relacionados a la presentación de propuestas idénticas entre varios oferentes, precios muy 

superiores o inferiores a los ofertados en el mercado privado, variación de propuestas después de 

la presentación de la oferta, cancelación infundada de una adjudicación, preconización del 

cumplimiento de las fases precontractuales (Bedoya, 2018).    

En conclusión, la corrupción es un fenómeno multicausal, pues su ocurrencia puede 

atribuirse a varios aspectos. En primer lugar, es un asunto relacionado a un sistema de valores 

culturales, una condescendencia común frente al desacatamiento de la ley, un modus operandi 

que pone los fines por encima de la transparencia, eticidad y moralidad de los medios. En lo que 

corresponde al caso de la corrupción administrativa, se debe poner de manifiesto aquí que tal 

fenómeno obedece a la filtración de ese sistema de valores culturales a nivel de administración 

pública y Estado. Ahora bien, la corrupción administrativa también se asocia a un problema de 
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diseño institucional y de reorganización político social de la comunidad. Una organización 

estatal basada en la independencia y autonomía real de los poderes públicos, así como también 

en la incorporación de órganos de control que operen de manera oportuna y eficaz, resulta capaz 

de prevenir hechos de corrupción administrativa. De otra parte, una sociedad empoderada, es 

decir, consciente del papel activo de sus derechos, logra desfacer o restar el entrampamiento de 

la corrupción, ante todo en el orden de la administración pública. Por último, conocer los riesgos 

de corrupción contribuye al robustecimiento de un saber técnico, una cuestión útil a la 

funcionalidad de un modelo de Estado que priorice en la transparencia de sus instituciones.    

 

 

2. MARCO JURIDICO DE LAS LICITACIONES PUBLICAS  

 

 

2.1 La licitación pública a nivel Constitucional   

 

A nivel constitucional, el artículo 127 establece que los servidores públicos no podrán 

celebrar contratos estatales a nombre propio o por interpuesta persona. Esta prohibición resulta 

extensible a los particulares que manejen o administren recursos públicos. De otra parte, el 

artículo 209 estipula que la función administrativa y el contrato estatal se constituye en uno de 

los instrumentos a través de los cuales se ejerce función administrativa se ejecuta bajo el 

principio teleológico de la materialización del interés general y el cumplimiento de los fines del 

Estado.  
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De otra parte, el articulo 339 pretexta que “Habrá un Plan Nacional de Desarrollo 

conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden 

nacional. ... Los planes de las entidades territoriales estarán conformados por una parte 

estratégica y un plan de inversiones de mediano y corto plazo.” En el mismo sentido, el artículo 

346 dispone que el gobierno formulará anualmente el Presupuesto de Rentas y ley de 

apropiaciones, y lo presentará al Congreso dentro de los 10 primeros días de cada legislatura. Por 

último, el artículo 352 de la carta, enuncia: “…la Ley Orgánica del Presupuesto regulará lo 

correspondiente a la programación, aprobación, modificación, ejecución de los presupuestos de 

la Nación, de las entidades territoriales y de los entes descentralizados de cualquier nivel 

administrativo, y su coordinación con el Plan Nacional de Desarrollo, así como también la 

capacidad de los organismos y entidades estatales para contratar.”   

2.2 Normas legales sobre licitaciones públicas  

 

LEY 80 DE 1993 POR LA CUAL SE EXPIDE EL ESTATUTO GENERAL DE 

CONTRATACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Resultan ser normas relevantes para los efectos de este estudio, contenidas en el estatuto 

general de la contratación de la administración pública, entre otras las siguientes:  

De acuerdo al artículo 3 del Estatuto – fines de la contratación-, la contratación estatal 

busca materializar las finalidades esenciales del Estado, es decir, la garantía de derechos 

fundamentales y prestación efectiva y continua de servicios públicos.  

Y en su artículo 4 ibid.,  los derechos y deberes de las entidades públicas contratantes 

están: entre otros: (i) Exigir al contratista el cumplimiento idóneo y oportuno del contrato (ii) 

solicitar la actualización de precios cuando se generen fenómenos que puedan alterar el 
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equilibrio económico y financiero de contratos (iii) revisar de modo periódico la ejecución del 

contrato y promover acciones legales de responsabilidad, indemnización y repetición en caso de 

identificación de irregularidades por parte del contratista (iv) conminar el cumplimiento de los 

estándares técnicos de calidad de los productos y servicios ofrecidos por contratistas (v) corregir 

los desajustes que produzcan perturbaciones al contrato o amenacen su estabilidad económica y 

financiera.  

Según el artículo 5, los contratistas tienen los siguientes derechos y deberes:  

-Recibir la remuneración pactada  

-Reajustar las condiciones contractuales en caso tal que por causa de la parte contratante o 

situaciones imprevistas se generen situaciones de perdida de ganancias 

-Obrar en el marco de la ley con buena fe y lealtad evitando dilaciones, obstaculizaciones 

-Acudir a autoridades administrativas y jurisdiccionales para defender sus intereses conculcados  

-Garantizar calidad de los bienes y servicios prestados  

De otra parte, el artículo 13, dispone: “Los contratos que celebren las entidades a que se 

refiere el artículo 2 del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles 

pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta Ley.”  

Con miras de asegurar el cumplimiento del objeto contractual, las autoridades 

contratantes pueden valerse de las potestades excepcionales y de vigilancia y control sobre los 

contratos enunciadas en el artículo 14 del Estatuto General de la Contratación.  
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Por su parte el artículo 23 pretexta: Las actuaciones de quienes intervengan en la 

contratación estatal se desarrollarán con arreglo a los principios de transparencia, economía y 

responsabilidad y de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa. 

Igualmente, se aplicarán en las mismas las normas que regulan la conducta de los servidores 

públicos, las reglas de interpretación de la contratación, los principios generales del derecho y 

los particulares del derecho administrativo.      

El artículo 30 ibid., define la licitación pública como “el procedimiento mediante el cual la 

entidad estatal formula públicamente una convocatoria para que, en igualdad de oportunidades 

los interesados presenten sus ofertas y seleccione entre ellas l más favorable”, y fija entre otras 

reglas del mismo las siguientes:   

(i) Se ordena la apertura del proceso licitatorio por medio de acto administrativo 

debidamente motivado -estudio de conveniencia y oportunidad del contrato y su 

adecuación a los planes de inversión, de adquisición o compras, presupuesto y ley de 

apropiaciones. 

(ii) Elaboración de pliegos de condiciones donde se especifica el objeto contractual, 

regulación jurídica, derechos y obligaciones de las partes, determinación de factores 

objetivos de selección.  

(iii) Dentro de los diez (10) a veinte (20) días calendario anteriores a la apertura de la 

licitación se publicarán hasta tres (3) avisos intercalados en la página Web de la 

entidad contratante y del Sistema Electrónico para la Contratación Pública -SECOP.  

(iv) Antes del inicio del término para la presentación de propuestas y por solicitud de 

cualquiera de los interesados, se celebrará audiencia con el objeto de precisar el 
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contenido y alcance de los pliegos de condiciones. En la misma audiencia se revisará 

la asignación de riesgos que trata el artículo 4 de la Ley 1150 de 2007 con el fin de 

establecer su tipificación, estimación y asignación definitiva.  

(v) El plazo de la licitación, es decir de inicio y terminación del plazo para presentar 

propuesta, se indicará en los pliegos de condiciones, de acuerdo con la naturaleza, 

objeto y cuantía del contrato. Cabe advertir que a petición de pluralidad de posibles 

oferentes, o de oficio por la entidad, ese plazo fijado en los pliegos podrá postergarse 

por un término no superior a la mitad del inicialmente fijado.  

(vi) Las propuestas deben formularse con base en el pliego de condiciones; en ese sentido, 

los oferentes podrán presentar alternativas y excepciones técnicas o económicas, sin 

que estas puedan representar condicionamientos para la adjudicación.  

(vii) A partir de la naturaleza, objeto y cuantía del contrato, se señalará en los pliegos de 

condiciones el plazo razonable dentro del cual la entidad deberá elaborar los estudios 

técnicos, económicos y jurídicos necesarios para la evaluación de las propuestas y 

para solicitar a los proponentes las aclaraciones y explicaciones que se estimen 

indispensables  

(viii) La evaluación de las propuestas estará en la respectiva secretaria a disposición de los 

proponentes durante cinco días hábiles. En ese plazo los proponentes podrán formular 

consideraciones, pero estas no deben orientarse a completar, adicionar, modificar o 

mejorar sus propuestas.  

(ix) Los plazos para efectuar la adjudicación y para la firma del contrato se señalarán en 

los pliegos de condiciones o términos de referencia, teniendo en cuenta su naturaleza, 

objeto y cuantía.   
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(x) En el evento previsto en el artículo 273 de la Constitución Política, la adjudicación se 

hará en audiencia pública. En dicha audiencia participarán el jefe de la entidad o la 

persona en quien, conforme a la ley, se haya delegado la facultad de adjudicar y, 

además podrán intervenir en ella los servidores públicos que hayan elaborado los 

estudios y evaluaciones, los proponentes y las demás personas que deseen asistir. 

 

 

 

 

LEY 1150 DE 2007 POR MEDIO DE LA CUAL SE INTRODUCEN MEDIDAS PARA LA 

EFICIENCIA Y LA TRANSPARENCIA EN LA LEY 80 DE 1993 Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LA CONTRATACIÓN CON RECURSOS 

PÚBLICOS. 

 

Respecto a las modalidades de selección, en su artículo segundo numeral 1 sobre la 

licitación pública refiere “La escogencia del contratista se efectuará por regla general a través 

de licitación pública, con las excepciones que se señalan en los numerales 2, 3 y 4 del presente 

artículo… Cuando la entidad estatal así lo determine, la oferta en un proceso de la licitación 

pública podrá ser presentada total o parcialmente de manera dinámica mediante subasta 

inversa, en las condiciones que fije el reglamento.” En el mismo artículo numeral 2 se establece 

la selección abreviada como un procedimiento de escogencia de contratista para aquellos casos 

donde el objeto del contrato, la cuantía, las circunstancias de la contratación o la destinación del 
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bien, obra o servicio exigen un procedimiento simplificado en miras de asegurar la eficiencia y 

oportunidad del proceso contractual.  

Así las cosas, son causales de selección abreviada las siguientes: “(i) adquisición o 

suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes y de común utilización por 

parte de las entidades (ii) contratación de menor cuantía (iii) Sin perjuicio de lo dispuesto en la 

Ley 100 de 1993 y en la Ley 1122 de 2007, la celebración de contratos para la prestación de 

servicios de salud (iv) La contratación cuyo proceso de licitación pública haya sido declarado 

desierto; en cuyo caso la entidad deberá iniciar la selección abreviada dentro de los cuatro meses 

siguientes a la declaración de desierta del proceso inicial; (v) La enajenación de bienes del 

Estado, con excepción de aquellos a que se refiere la Ley 226 de 1995. (vi) Productos de origen o 

destinación agropecuarios que se ofrezcan en las bolsas de productos legalmente constituidas 

(vii) Los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e 

industriales propias de las Empresas Industriales y Comerciales Estatales y de las Sociedades de 

Economía Mixta, con excepción de los contratos que a título enunciativo identifica el artículo 32 

de la Ley 80 de 1993 (viii) Los contratos de las entidades, a cuyo cargo se encuentre la ejecución 

de los programas de protección de personas amenazadas, programas de desmovilización y 

reincorporación a la vida civil de personas y grupos al margen de la ley (ix) La contratación de 

bienes y servicios que se requieran para la defensa y seguridad nacional.”   

De otra parte, el articulo 5 dispone que la selección objetiva comporta la escogencia de la 

opción más favorable a la entidad y a los fines propios de la contratación, sin que en ello 

intervengan preferencias, inclinaciones subjetivas, afectos o intereses. Cabe advertir que los 

factores de calificación estipulados en los pliegos de condiciones, deben tomar en estricta 
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consideración los siguientes criterios: “(i) La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, 

capacidad financiera y de organización de los proponentes (ii) La  oferta más favorable será 

aquella que, teniendo en cuenta los factores técnicos y económicos de escogencia y la 

ponderación precisa y detallada de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o sus 

equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la entidad (iii) Sin perjuicio de lo previsto en el 

numeral 1 del presente artículo, en los pliegos de condiciones para las contrataciones cuyo objeto 

sea la adquisición o suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes y 

común utilización, las entidades estatales incluirán como único factor de evaluación el menor 

precio ofrecido. (iv) En los procesos para la selección de consultores se hará uso de factores de 

calificación destinados a valorar los aspectos técnicos de la oferta o proyecto. De conformidad 

con las condiciones que señale el reglamento, se podrán utilizar criterios de experiencia 

específica del oferente y del equipo de trabajo, en el campo de que se trate.”  

En aras de brindar conocimiento al público en general y a interesados, las entidades 

contratantes deberán publicar los proyectos de pliegos de condiciones y estudios previos de 

manera veraz, ecuánime, responsable, suficiente y oportuna. La garantía del principio de 

publicidad, permite a los posibles ofertantes formular consideraciones y observaciones al 

contenido de los documentos publicados. No sobra mencionar que la publicación de estos 

proyectos de pliego de condiciones y estudios previos, no genera obligación de abrir proceso 

licitatorio, y que, frente a las consideraciones y observaciones formuladas por los oferentes, la 

entidad contratante deberá pronunciarse de modo que se motive el rechazo o la aceptación de las 

proposiciones.  
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El artículo 9 establece que, tratándose de licitación pública, la adjudicación del contrato 

se hará obligatoriamente en el marco de una audiencia pública a partir de resolución motivada. 

No sobra mencionar que el acto de adjudicación es irrevocable, sin embargo, si dentro del 

término de adjudicación y suscripción, se suceden inhabilidades o incompatibilidades, o si se 

corrobora que hubo procedimientos irregulares, este podrá ser revocado al tenor de lo dispuesto 

en el numeral 12 artículo 30 de la ley 80 de 1993.  

Ley 1888 de 2018 por la cual se adicionan, modifican y dictan disposiciones orientadas a 

fortalecer la contratación pública en Colombia, la Ley de Infraestructura y se dictan otras 

disposiciones  

       El artículo primero adiciona parágrafos 2 y 3 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, los cuales 

de un lado pretextan que, respecto de los procesos de licitación pública relacionados a la 

selección de contratistas de obra, la oferta se allegará a través de dos sobres, uno que deberá 

contener los documentos para acreditar requisitos habilitantes, y otro, que incluirá la propuesta 

económica. De otra parte, las entidades deberán publicar el informe de evaluación de los 

documentos que certifican requisitos habilitantes, esto con base a los criterios de puntuación 

establecidos en pliegos de condición y previa realización de audiencia. Los sobres de la 

propuesta económica permanecerán cerrados y sellados hasta la realización de la audiencia de 

adjudicación.  

       En otro sentido, el articulo 5 modifica el parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, 

el cual quedará así: “La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura 

contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas no servirán 

de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuencia, todos aquellos 
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requisitos de la propuesta que no afecten la asignación de puntaje, deberán ser solicitados por 

las entidades estatales y deberán ser entregados por los proponentes hasta el término de 

traslado del informe de evaluación que corresponda a cada modalidad de selección, salvo lo 

dispuesto para el proceso de Mínima cuantía y para el proceso de selección a través del sistema 

de subasta. Serán rechazadas las ofertas de aquellos proponentes que no suministren la 

información y la documentación solicitada por la entidad estatal hasta el plazo anteriormente 

señalado…Durante el término otorgado para subsanar las ofertas, los proponentes no podrán 

acreditar circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del proceso.” 

LEY 1882 DE 2018 POR LA CUAL SE ADICIONAN, MODIFICAN Y DICTAN 

DISPOSICIONES ORIENTADAS A FORTALECER LA CONTRATACIÓN PÚBLICA 

EN COLOMBIA, LA LEY DE INFRAESTRCTURA Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES.   

Está norma agrega dos parágrafos al artículo 30 de la Ley 80 de 1993; el primero enuncia 

que la oferta se allegaran dos sobres: “Un primer sobre en el cual se deberán incluir los 

documentos relacionados con el cumplimiento de los requisitos habilitantes, así como los 

requisitos y documentos a los que se les asigne puntajes diferentes a la oferta económica. El 

segundo sobre deberá incluir únicamente la propuesta económica de conformidad con todos los 

requisitos exigidos en el pliego de condiciones. “  

El segundo parágrafo menciona que, dentro del plazo estipulado en los pliegos de 

condiciones, la entidad contratante deberá emitir un informe de evaluación de los requisitos 

habilitantes y de los diferentes documentos por los cuales se asigne puntajes diferentes a la oferta 

económica.  Este informe estará publicado en el SECOP durante cinco días, término que tendrán 

los ofertantes para allegar información y documentos solicitados y formular observaciones. Una 
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vez cerrado el termino, la entidad se pronunciará sobre las observaciones y emitirá un informe 

con evaluación final.  

De otra parte, el segundo sobre solo se abrirá hasta la celebración de la audiencia de 

adjudicación, donde además de evaluarse la propuesta económica, se resolverán observaciones y 

se hará la respectiva designación.    

LEY 2014 DE 2019 POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULAN LAS SANCIONES PARA 

CONDENADOS POR CORRUPCIÓN Y DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA, ASÍ COMO LA CESIÓN UNILATERAL ADMINISTRATIVA DEL 

CONTRATO POR ACTOS DE CORRUPCIÓN Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES 

El artículo 2 sobre inhabilidades, pretexta que las personas naturales o jurídicas 

condenadas por delitos contra la administración pública no podrán contratar con el Estado, 

incluso, así no se hayan resuelto impugnaciones en trámite. La inhabilidad se extenderá contra 

aquellas empresas o sociedades a las que se les suprima su personería jurídica. De otra parte, el 

articulo 6 modificatorio del artículo 9 de la Ley 80 de 1993, estipula: “Si llegare a sobrevenir 

inhabilidad o incompatibilidad en el contratista, este cederá el contrato previa autorización 

escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renunciará a su ejecución…Cuando la 

inhabilidad o incompatibilidad sobrevenga en un proponente dentro de un proceso de selección, 

se entenderá que renuncia a la participación en el proceso de selección y a los derechos surgidos 

del mismo…Si la inhabilidad o incompatibilidad sobreviene en uno de los miembros de un 

consorcio o unión temporal, este cederá su participación a un tercero previa autorización escrita 

de la entidad contratante. En ningún caso podrá haber cesión del contrato entre quienes integran 

el consorcio o unión temporal.”    
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El artículo 9 en su parágrafo 1, dispone: “Cuando la inhabilidad sobreviniente sea la 

contemplada en el literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, o cuando 

administrativamente se haya sancionado por actos de corrupción al contratista, no procederá la 

renuncia del contrato a la que se refiere este artículo.  La entidad estatal ordenará mediante 

acto administrativo motivado la cesión unilateral, sin lugar a indemnización alguna al 

contratista inhábil. Para el caso de cesión, será la entidad contratante encargada de determinar 

el cesionario del contrato”.     

DECRETO 1082 DE 2015 POR MEDIO DEL CUAL SE EXPIDE EL DECRETO ÚNICO 

REGLAMENTARIO DEL SECTOR ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN 

NACIONAL 

Este decreto dispone que los partícipes del sistema de compras y la contratación estatal 

son: las entidades que adelantan procesos de contratación, Colombia compra eficiente, los 

oferentes en los procesos de contratación, los contratistas, los supervisores, los interventores, las 

organizaciones de la sociedad civil y los ciudadanos cuando ejercen sus derechos de 

participación. Según este instrumento normativo, las cámaras de comercio deben verificar y 

certificar los siguientes requisitos habilitantes: experiencia, capacidad jurídica, capacidad 

financiera, capacidad organizacional.  

En consonancia con el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, vale la pena connotar en el 

siguiente recuadro una definición de cada uno de los requisitos habilitantes:  

Tabla 1 

Requisitos Habilitantes 

REQUISITO HABILITANTE DEFINICION  

Experiencia 

En este caso de licitación publico alude a 

todos los contratos que por el mismo objeto 

contractual haya celebrado y finalizado el 
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oferente o proponente en calidad de 

contratista.   

Capacidad jurídica  

La capacidad jurídica hace referencia a la 

naturaleza legal de la persona jurídica 

oferente, su razón social etc. o a la facultad 

de una persona natural frente a la misma 

situación.  

Capacidad financiera 

Relaciona el índice de liquidez, índice de 

endeudamiento y razón de cobertura de 

intereses.  

Capacidad organizacional  

Se asocia a aspectos como rendimiento de 

las inversiones, eficiencia en el uso de 

activos, rentabilidad del patrimonio, 

rentabilidad del activo.  

 

Durante la etapa de planeación, la entidad contratante debe hacer un análisis del sector 

económico y de los oferentes relativo al objeto del proceso de contratación desde la perspectiva 

legal, comercial, financiera, organizacional, técnica, y de análisis de Riesgo. De acuerdo a las 

guías técnicas elaboradas por Colombia Compra Eficiente, la entidad contratante debe evaluar el 

riesgo que representa la contratación en lo atinente al cumplimiento de sus objetivos y metas 

misionales. El interesado en suscribir contrato con una entidad estatal deberá demostrar su 

capacidad residual, es decir, el soporte material disponible que le brinda la posibilidad de asumir 

la consecución de un nuevo objeto contractual.   

De acuerdo al decreto, se entiende la planeación como el proceso de elaboración de 

estudios y documentos previos, los cuales fundamentan los proyectos de pliegos, los pliegos de 

condiciones y el contrato. Durante la planeación, la entidad contratante debe identificar la 

necesidad que ha de satisfacerse a través de la ejecución del contrato. Del mismo modo, 

conviene indicar el objeto contractual las especificaciones, autorizaciones, permisos y licencias, 

y si es el caso, cuando se trate de una obra, estudios técnicos de ingeniería de diseño. Aparte de 
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lo anterior, se tendrán que señalar elementos como la modalidad de selección del contratista, el 

valor estimado del contrato, los criterios de selección de la oferta más favorable, análisis de 

riesgo y el plan de contingencia, la garantía exigida por la entidad contratante, y la advertencia 

de si el contrato se media por acuerdo comercial.  

Así las cosas, los pliegos de condiciones comprenden:  

1. La descripción técnica, detallada y completa del bien o servicio objeto del contrato. 

2. La modalidad del proceso de selección y su debida fundamentación. 

3. Los criterios de selección, incluyendo los factores de desempate y los incentivos cuando a ello 

haya lugar. 

4. Las condiciones de costo y/o calidad que la Entidad Estatal debe tener en cuenta para la 

selección objetiva, de acuerdo con la modalidad de selección del contratista. 

5. Las reglas aplicables a la presentación de las ofertas, su evaluación y a la adjudicación del 

contrato. 

6. Las causas que dan lugar a rechazar una oferta. 

7. El valor del contrato, el plazo, el cronograma de pagos y la determinación de si debe haber 

lugar a la entrega de anticipo, y si hubiere, indicar su valor, el cual debe tener en cuenta los 

rendimientos que este pueda generar. 

8. Los Riesgos asociados al contrato, la forma de mitigarlos y la asignación del Riesgo entre las 

partes contratantes. 
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9. Las garantías exigidas en el Proceso de Contratación y sus condiciones. 

10. La mención de si la Entidad Estatal y el contrato objeto de los pliegos de condiciones están 

cubiertos por un Acuerdo Comercial. 

11. Los términos, condiciones y minuta del contrato. 

12. Los términos de la supervisión y/o de la interventoría del contrato. 

13. El plazo dentro del cual la Entidad Estatal puede expedir Adendas. 

14. El Cronograma. 

      A efectos de seleccionar la oferta más favorable, en los casos de licitación pública y 

selección abreviada de menor cuantía, la entidad contratante debe escoger entre los siguientes 

criterios: (i) ponderación de la relación calidad y precio, fundados sobre la base de una tabla de 

puntajes de calificación o (ii) exposición de la anterior relación a partir de la fórmula económica 

de costo-beneficio. En caso tal, que la entidad elija la segunda opción, tendrá que subrayar las 

condiciones mínimas de carácter técnico y económico, las condiciones adicionales de calidad 

que en el proceso de calificación se traduzcan en ventajas tecnológicas, materiales, de eficiencia, 

rendimiento, duración o calidad del bien. De igual manera, condiciones materiales que reporten 

ventajas como descuentos, mayor garantía, impacto económico, amplio margen de asunción de 

riesgos etc.   

LEY 1474 DE 2011 POR LA CUAL SE DICTAN NORMAS ORIENTADAS A 

FORTALECER LOS MECANISMOS DE PREVENCIÓN, INVESTIGACIÓN Y 

SANCIÓN DE ACTOS DE CORRUPCIÓN Y LA EFECTIVIDAD DEL CONTROL DE 

LA GESTIÓN PÚBLICA. 
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El artículo 1º., modificado por la Ley 1778 de 2016 dispone que las personas naturales 

declaradas responsables por delitos contra la Administración Pública – cuyas penas sean 

privación de la libertad- o soborno transnacional quedarán inhabilitadas para contratar con el 

Estado por un término de 20 años. Tal inhabilidad se hará extensible “a las sociedades en las que 

sean socias tales personas, a sus matrices y a sus subordinadas, con excepción de las sociedades 

anónimas abiertas”. 

De acuerdo al artículo segundo, las personas que hayan financiado candidaturas políticas 

a la Presidencia de la República, a las gobernaciones o a las administraciones con aportes 

superiores al 2,0 % del máximo que se puede invertir en campañas electorales, no podrán 

celebrar contratos con las entidades -centralizados o descentralizadas- donde hubiese quedado 

elegido el respectivo candidato. Desde luego, se entiende que dicha inhabilidad operará durante 

todo el período de gobierno. Cabe advertir que quienes estén dentro del segundo grado de 

consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil de la persona financiadora, también estarán 

inhabilitados en el mismo asunto. La cuestión se hará extensible a sociedades, excepto anónimas 

abiertas, donde tengan intereses o representaciones los financiadores.  

LEY 1712 DE 2014 “POR MEDIO DEL CUAL SE CREA LA LEY DE 

TRANSPARENCIA Y DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

NACIONAL 

 

Según el artículo 2 quien se halle obligado, deberá poner la información a disposición de 

todos los ciudadanos. En razón de lo previsto en el artículo 3, los principios que rigen la 
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transparencia y el acceso a la información pública son: transparencia, buena fe, facilitación, no 

discriminación, gratuidad, celeridad, eficacia, calidad, divulgación proactiva y responsabilidad. 

A continuación, un cuadro con la descripción de los principios:  

Tabla 2  

Principios 

PRINCIPIO DEFINICION 

Transparencia  

“…toda la información en poder de los 

sujetos obligados definidos en esta ley se 

presume 

pública, en consecuencia, de lo cual dichos 

sujetos están en el deber de proporcionar y 

facilitar el acceso a la misma en los 

términos más amplios posibles y a través 

de los medios y procedimientos que al 

efecto establezca la ley, excluyendo solo 

aquello que esté sujeto a las 

excepciones constitucionales y legales y 

bajo el cumplimiento de los requisitos 

establecidos en esta ley” 

Buena Fe  

“En virtud del cual todo sujeto obligado, al 

cumplir con las obligaciones derivadas del 

derecho de acceso a la 

información pública, lo hará con 

motivación honesta, leal y desprovista de 

cualquier intención dolosa o culposa.” 

Facilitación  

“En virtud de este principio los sujetos 

obligados deberán facilitar el ejercicio del 

derecho de acceso a la información 

pública, excluyendo exigencias o requisitos 

que puedan obstruirlo o impedirlo” 

No discriminación  

“De acuerdo al cual los sujetos obligados 

deberán entregar información a todas las 

personas que lo soliciten, 

en igualdad de condiciones, sin hacer 

distinciones arbitrarias y sin exigir 

expresión de causa o motivación para la 

solicitud.” 
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Gratuidad  

“Según este principio el acceso a la 

información pública es gratuito y no se 

podrá cobrar valores adicionales al costo 

de reproducción de la información.” 

Celeridad  

“Con este principio se busca la agilidad en 

el trámite y la gestión administrativa. 

Comporta la indispensable agilidad 

en el cumplimiento de las tareas a cargo de 

entidades y servidores públicos.” 

Eficacia  

“El principio impone el logro de resultados 

mínimos en relación con las 

responsabilidades confiadas a los 

organismos 

estatales, con miras a la efectividad de los 

derechos colectivos e individuales.” 

Calidad  

“Toda la información de interés público 

que sea producida, gestionada y difundida 

por el sujeto 

obligado, deberá ser oportuna, objetiva, 

veraz, completa, reutilizable, procesable y 

estar disponible en formatos accesibles 

para los 

solicitantes e interesados en ella, teniendo 

en cuenta los procedimientos de gestión 

documental de la respectiva entidad.” 

Divulgación Proactiva   

“El derecho de acceso a la información no 

radica únicamente en la obligación de dar 

respuesta a las peticiones de la sociedad, 

sino también en el deber de los sujetos 

obligados de promover y generar una 

cultura de 

transparencia, lo que conlleva la obligación 

de publicar y divulgar documentos y 

archivos que plasman la actividad estatal y 

de interés 

público, de forma rutinaria y proactiva, 

actualizada, accesible y comprensible, 
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atendiendo a límites razonables del talento 

humano y 

recursos físicos y financieros.” 

Responsabilidad  

“En virtud de este, cualquier persona que 

haga uso de la información que 

proporcionen los sujetos obligados, lo hará 

atendiendo a la misma.” 

 

2.3 Jurisprudencia en materia de licitaciones públicas  

 

     La Corte Constitucional, en sentencia C-119 de 2020 Expediente: D-12637, sostiene que la 

elaboración de pliegos de condiciones constituye un ejercicio de autonomía de la voluntad de la 

administración pública en materia contractual. Estos documentos también son expresión del 

principio de publicidad, luego están a disposición de cualquier interesado y por ende cumplen 

una función instrumental frente al ejercicio del derecho al control ciudadano sobre los actos de la 

administración. Aparte de ello, argumenta el Alto Tribunal: “Igualmente, los pliegos de 

condiciones son una manera de realizar los principios de igualdad, imparcialidad y moralidad en 

el ejercicio de las funciones administrativas, porque es en ellos donde se deben fijar condiciones 

objetivas, que permitan la amplia participación de oferentes, sin discriminación negativa, 

mediante una selección objetiva y en pro del interés general.” 

     El Consejo de Estado, en sentencia diecinueve (19) de julio de dos mil uno (2001) Sala de lo 

Contencioso Administrativo Sección Tercera Radicado No 12037, aporta la siguiente definición 

de Licitación Pública:  
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“La licitación pública, como lo señala la norma precitada, es un procedimiento de 

formación del contrato1, que tiene por objeto la selección del sujeto que ofrece las condiciones 

más ventajosas para los fines de interés público, que se persiguen con la contratación estatal. 

“Consiste en una invitación a los interesados para que, sujetándose a las bases preparadas 

(pliego de condiciones), formulen propuestas, de las cuales la administración selecciona y 

acepta la mas ventajosa (adjudicación)”2 

Marienhoff precisa que la razón de ser de la licitación pública debe analizarse desde dos 

aspectos: con relación al Estado y con relación a los administrados. En cuanto al primero, 

explica, “la ‘ratio iuris’ no es otra que conseguir que el contrato se realice de modo tal que la 

Administración Pública tenga las mayores posibilidades de acierto en la operación, en lo que 

respecta, por un lado, al ‘cumplimiento’ del contrato (calidad de la prestación, ya se trate de 

entrega de cosas o de la realización de servicios o trabajos; ejecución del contrato en el tiempo 

estipulado; etc) y, por otro lado, lograr todo eso en las mejores condiciones económicas.” Y en 

relación con los administrados afirma: “con el procedimiento de la licitación también se busca 

una garantía para los particulares o administrados honestos que desean contratar con el 

Estado. En este orden de ideas la ‘igualdad’ entre los administrados en sus relaciones con la 

Administración Pública, evitando de parte de ésta favoritismos en beneficio de unos y en 

perjuicio de otros; trátase de evitar improcedentes tratos preferenciales o injustos.”3”. 

     El Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, en Concepto No 1966 del 5 de 

octubre de 2009, alega que la exigencia de licitación supone la apertura de una convocatoria 

                                                             
1 José Roberto Dromi, La Licitación Pública, ed. Astrea, Buenos Aires, 3ra Reimpresión, pág. 122. 
2 Enrique Sayagués Laso, La licitación Pública, Montevideo, 1940. pág. 53. 
3 Miguel S. Marienhoff, Tratado de Derecho Administrativo; tomo III A; Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1992; 
págs. 183 a 185. 
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pública de adjudicación de contrato orientada a garantizar la participación de varios ofertantes 

bajo igualdad de condiciones. En ese sentido, el Consejo de Estado agrega: “Ello conlleva, como 

ha señalado la doctrina y la jurisprudencia, publicidad, igualdad de oportunidades, concurrencia 

y competencia entre los interesados, de lo cual debe surgir la propuesta más favorable para el 

interés público… Sin perjuicio de las demás condiciones que se advierten enseguida, la 

adjudicación de los contratos estatales, está sujeta a que se cumplan los fines de la contratación 

(tanto los generales como los particulares de cada caso) y a la aplicación de los criterios técnicos 

y los factores económicos de escogencia definidos en el pliego de condiciones, todo ello en 

orden a establecer la existencia real de la que pueda ser considerada como la oferta más 

favorable para la entidad.” 

     A modo de colofón, no está de más connotar que la transparencia en materia de licitaciones 

públicas se desprende de la garantía de derechos y el cumplimiento de deberes de las partes 

contractuales, y de la observación estricta de los principios, valores y reglas generales y 

concretas de la contratación estatal. Alrededor de las reglas, cabe destacar la pertinencia de 

constatar la certificación de requisitos habilitantes de orden general y universal como la 

capacidad organizacional del contratista, su capacidad financiera, su capacidad jurídica, su 

idoneidad y experiencia. Asimismo, la materialidad de los principios de responsabilidad, 

divulgación proactiva, eficacia, celeridad, gratuidad, no discriminación, facilitación, buena fe.   

 

3. COMPARACIÒN DE RIESGOS DE CORRUPCION EN BUCARAMANGA ENTRE 

LA ADMINISTRACION DE LUIS FRANCISCO BOHORQUEZ Y LA 

ADMINISTRACIÒN DE RODOLFO HERNANDEZ RESPECTO DE LA 

CONTRATACIÒN ESTATAL EN LICITACIONES PÚBLICAS  
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   CRITERIOS GENERALES DE ANÁLISIS Y COMPARACIONES 

     Bajo una perspectiva de la cuantificación del nivel del riesgo de corrupción estatal, la 

metodología varía según la teoría o enfoque. El análisis depende de las variables y de los 

porcentajes de evaluación y medición asignados a cada grado del riesgo. No sobra mencionar 

que este tipo de calificación del nivel del riesgo, no pretende en modo alguno presentar una 

relación cuantitativa y fáctica de la incidencia de corrupción, sino apenas aportar un análisis de 

carácter cualitativo o cuando más ‘semicuantitativo- sobre las probabilidades de ocurrencia de 

actos que quiebran el principio de transparencia de la contratación estatal. La metodología 

adoptada no se circunscribe a ningún modelo en específico, pero si toma la base de los niveles de 

riesgo del modelo cuantitativo de Montecarlo, es decir, riesgo bajo, medio y alto. Esto no 

significa una adhesión al método como tal, luego no se realiza ningún tipo de análisis 

estadísticos, exámenes comparativos y de comportamiento e interacción de variables, tabulación. 

Ahora bien, la evaluación presente se recoge en la identificación previa de escenarios que 

denotan amenaza de corrupción como lo son la reiteración en la elección de un contratista 

determinado, el número reducido de oferentes, la incorporación de adiciones presupuestales y la 

dilación o no terminación del contrato. De darse, estos escenarios se suman como indicadores de 

riesgo, es decir, situaciones que alertan una significativa probabilidad de comisión de actos de 

corrupción en la contratación estatal. A los indicadores se les asigna un nivel que puede ser 

mínimo, menor, medio, considerable o alto, esto de acuerdo a una graduación subjetiva y a veces 

arbitraria basada en ciertos porcentajes escogidos de modo tal que correspondan a una medición 

razonable, proporcional, lógica y coherente. Conviene manifestar que existen criterios generales 

de definición de indicadores, pero la selección de los mismos, así esté sustentada en la 

identificación de situaciones de riesgo, no se hace a partir de una forma objetiva, y contrario a 
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ello, depende en gran medida de la percepción, el modo de razonamiento y análisis del 

observador. En consecuencia, tanto niveles como porcentajes no provienen de una nomenclatura 

uniforme a las metodologías de evaluación del riesgo de corrupción en la contratación estatal.      

     De hecho, la teoría se divide en mediciones que toman en consideración la percepción y las 

situaciones contextuales, y mediciones que establecen una técnica asociada a un análisis de 

elementos concretos. El índice de Percepción de la Corrupción combina datos de distintas 

fuentes que recogen la percepción de empresarios y expertos en cada país sobre el nivel de 

corrupción en el sector público.  

El índice se calcula mediante el procedimiento siguiente:  

1-. Seleccionar fuentes: a-. cuantificar los riesgos y la percepción de la corrupción en el sector 

público, b-. fundamentarse en una metodología válida y fiable, c-. proceder de una institución 

acreditada, d-. contar con un margen suficiente de variación en las puntuaciones que permita 

distinguir los países entre sí, e-. Asignar puntuaciones a un número significativo de países, f-. 

Incluir solamente las evaluaciones de expertos en el país en cuestión y de empresarios. 

2-. Estandarizar las fuentes de datos a una escala de 0 a 100. Para esta operación se resta la 

media de cada fuente en el año de referencia de puntuación de cada país y se divide el valor 

obtenido por la desviación estándar de esa fuente en el año de referencia. Esta operación de resta 

y división en baso a los parámetros del año de referencia garantiza que las puntuaciones sean 

comparables de un año a otro desde 2012. 

3-. Calcular la media, para incluir un país o territorio en el índice es necesario que haya sido 

evaluado como mínimo de tres fuentes. La puntuación de cada país se determina calculando la 
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media de todas las puntaciones estandarizadas disponibles sobre ese país, redondeada a un 

número entero.  

4-. Registrar la medida de incertidumbre. Las puntuaciones van acompañadas de un error típico y 

un intervalo de confianza que refleja la variación entre las distintas fuentes de datos disponibles 

para cada país o territorio. (Internacional, 2021)       

La percepción y las situaciones contextuales aluden a aspectos muchas veces de 

conocimiento público como por ejemplo indicación de grupos o sectores políticos vinculados a 

escándalos de corrupción, selección de contratistas que han sido condenados por delitos contra la 

administración pública u oferentes que obran al amparo de personas jurídicas nuevas para 

esconder sus identidades cuestionadas. El análisis de elementos concretos, se fija o pone su punto 

de atención en cuestiones técnicas, factores o requisitos que hacen parte del proceso de 

contratación, sus reglas, criterios, dispositivos.       

     Los riesgos de corrupción en materia de contratación estatal hacen referencia a cierto tipo de 

situaciones cuya incidencia evidencia una probabilidad considerable de ocurrencia de algún acto 

de defraudación de la confianza pública. A efectos de delimitar el análisis, aquí se toman solo 

ciertos factores de evaluación como por ejemplo la reiteración de un contratista determinado, 

oferente único o número reducido de proponentes contrato no terminado y adiciones.      

     A efectos de plantear una metodología de análisis meramente cualitativo sin ahondar en 

mediciones estadísticas y numéricas, se ha categorizado el riesgo en cinco niveles: riesgo 

mínimo, riesgo menor, riesgo medio, riesgo considerable y riesgo alto. Esa calificación, además 

de reconocer ciertos matices, permite una visualización más precisa y concreta del fenómeno al 
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desmarcarse de la clásica y convencional división de riesgo bajo, riesgo medio y riesgo alto, la 

cual podría resultar arbitraria y reduccionista. Por riesgo mínimo, se presupone una posibilidad 

inexistente -cuando es cero-, casi nula -cuando llega hasta 5- o reducida -cuando está entre 6 y 

10- de incidencia de corrupción; en riesgo menor, la probabilidad crece y puede ubicarse cerca 

de una probabilidad mínima -de 11 a 18- o referirse a una probabilidad menor y un tanto sensible 

-del 18 al 25-; el riesgo medio, es próximo a menor -al tratarse de 26 a 35- medio leve -estaría 

localizado entre 36 y 44- o propiamente medio -que abarcaría los porcentajes del 45 al 50-; el 

riesgo considerable raso empieza en 51 y termina 65, y de 66 a 75, viene siendo riesgo 

considerable cercano a alto; por último, el riesgo alto, que es alto considerable cuando dentro de 

la escala 76-80 y riesgo alto lato, que va de 81 hasta 100. Lo anterior defiere los criterios que se 

toman en consideración al momento de concluir e interpretar los resultados, sin embargo, la 

escala se cuantifica en orden a los siguientes porcentajes: riesgo mínimo (0 – 10%) riesgo menor 

(11%-25%) riesgo medio (26%- 50%) riesgo considerable (51%-75%) riesgo alto (76% -100%). 

Estos porcentajes aplicados a la contratación estatal, se hacen sobre la base de la comparación 

entre número de riesgos identificados y número total de contratos durante cada periodo 

administrativo, extrayendo los porcentajes a través de una regla de tres, así: si el total de los 

contratos corresponde a 100%, el número de contratos coincidentes con el indicador analizado a 

cuanto corresponde (x). Por último, en miras de calcular, se da un puntaje fijo a cada nivel de 

riesgo y se tiene que cada indicador tiene el mismo valor: Riesgo alto (10 puntos) Riesgo 

Considerable (8 puntos) Riesgo medio (6 puntos) Riesgo menor (4 puntos) Riesgo mínimo (2 

puntos). No sobra mencionar que, a mayor puntaje, mayor riesgo de corrupción (Panizza, 2017. 

(BIDERBOST, 2016)   
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3.1 ANÁLISIS DE LICITACIONES PÚBLICAS DURANTE LA ADMINISTRACIÓN DE 

LUIS FRANCISCO BOHÓRQUEZ (2012 AL 2015) 

 

Tabla 3 

LICITACIONES PÚBLICAS DURANTE LA ADMINISTRACIÓN DE LUIS FRANCISCO 

BOHÓRQUEZ (2012 AL 2015) 

Número  

Contrato  Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes  

 Contratos 

no 

terminados  

Adiciones  

 

1 

SEB - LP 

No. 002 – 

2012 

 x    

2 

 

SI -LP 

No. 007 – 

2012 

 x    

3 

 

SI- LP 

No. 002 – 

2012 

 x    
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4 

 

SEB -LP 

No. 003 – 

2012 

X x    

5 

 

SI -LP 

No. 003 – 

2012  

 x    

6 

 

SI- LP 

No. 005 – 

2012 

X x    

7 

 

LP No. 

008 – 

2012 

 x    

8 

SI-LP No. 

009 – 

2012 

 x    

9 

LP No. 

010 – 

2012 

 x    

10 

LP No. 

011 – 

2012 

 x    

11 

LP No. 

012 – 

2012 

 x    

12 

LP No. 

013 – 

2012 

 x    

13 

SEB - LP 

No. 002 – 

2012 

 x    

14 

SI -LP 

No. 007 – 

2012 

 

 

x    

15 

SA - LP 

No. 001 – 

2012 

X x    

16 

SEB -LP 

No. 001 – 

2012  

X x    

17 

SI-LP No. 

001 – 

2012 

 x   x 

18 

SEB -LP 

No. 004 – 

2012 

 x   x 

19 

SI LP No. 

004 – 

2012 

 x    
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20 

SI-LP No. 

006 – 

2012 

 x   x 

21 

LP No. 

021 – 

2012 

 x    

22 

LP No. 

024 – 

2012 

 x    

23 

SI - LP 

No.036-

2013 

 x    

24 

SI - LP 

No.014-

2013 

 x   x 

25 

SI - LP 

No.010-

2013 

X x   x 

26 

SI - LP 

No. 004-

2013 

X x   x 

27 

SEB - LP 

No. 06-

2013  

 X   X 

28 

SEB - LP 

No. 04-

2013 

 

 

 

X 

 

 

 

  X 

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

29 

SEB - LP 

No. 02-

2013 

X X   X 

30 

SA - LP 

No. 001-

2013 

 X   X 

31 

SEB - LP 

No. 03-

2013 

X X    

32 

SEB - LP 

No. 08-

2013  

X X    
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33 

SI - LP 

No. 03-

2013 

 X   X 

34 

SI - LP 

No.005-

2013   

 X    

35 

SI - LP 

No. 006-

2013 

 X    

36 

SI - LP 

No.009-

2013 

 X    

37 

SI - LP 

No.011-

2013 

 X    

38 

SI - LP 

No.013-

2013 

 X    

39 

SI - LP 

No.015-

2013 

 X   X 

40 

SI - LP 

No.017-

2013 

 X    

41 

SI - LP 

No.019-

2013 

 X    

42 

SI - LP 

No.022-

2013 

X X 

 

 

   

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

43 

SI - LP 

No.024-

2013 

X X    

44 

SI - LP 

No.026-

2013 

X X    

45 

SI - LP 

No.027-

2013 

X X    

46 

SI - LP 

No.034-

2013 

 X    
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47 

SA - LP 

No. 02-

2013 

X X   X 

48 

SEB - LP 

No. 07-

2013 

X X    

49 

SE - LP 

No. 001-

2013 

 X   X 

50 

SI - LP 

No. 001-

2013 

 X   X 

51 

SI - LP 

No. 002-

2013 

X X    

52 

SI - LP 

No.007-

2013 

 X   X 

53 

SI - LP 

No.008-

2013 

 X   X 

54 

SI - LP 

No.012-

2013 

 X   X 

55 

SI - LP 

No.016-

2013 

 X   X 

56 

SI - LP 

No.020-

2013 

X X    

57 

SI - LP 

No.023-

2013 

 X    

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

58 

SI - LP 

No.031-

2013 

 X   X 

59 

SI - LP 

No.035-

2013 

 X   X 

60 

SI - LP 

No.039-

2013 

 

 

X   X 

61 

SI - LP 

No.040-

2013 

 X    
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62 

SI - LP 

No.028-

2014 

 X    

63 

SI - LP 

No.012-

2014 

 X    

64 

SI - LP 

No.006-

2014 

 X    

65 

SSD - LP 

No.003-

2014 

 X    

66 

SI - LP 

No.012-

2014 

 X   X 

67 

SI - LP 

No.014-

2014 

 X    

68 

SI - LP 

No.016-

2014 

 X    

69 

SI - LP 

No.018-

2014 

 X    

70 

SI - LP 

No.019-

2014 

 X    

71 

SI - LP 

No.022-

2014 

 

 

 

X   X 

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

72 

SI - LP 

No.025-

2014  

 

 X    

73 

SI - LP 

No.026-

2014 

 X    

74 

SI - LP 

No.031-

2014 

 X    
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75 

SI - LP 

No.031-

2014 

 X    

76 

SEB - LP 

No.001-

2014 

X X    

77 

SI - LP 

No.001-

2014 

 X    

78 

SI - LP 

No.001-

2014 

 X   X 

79 

SI - LP 

No.002-

2014 

 X   X 

80 

SEB - LP 

No.004 -

2014 

X X    

81 

SI - LP 

No.003-

2014  

 X    

82 

SSD - LP 

No.001-

2014 

X X    

83 

SEB - LP 

No.005-

2014 

X 

 

 

 

 

X    

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

84 

SI - LP 

No.005-

2014 

 

 

 

X   X 

85 

SI - LP 

No.007-

2014 

 

 

 

X   X 
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86 

SI - LP 

No.008-

2014 

 

 

 

X    

87 

SI - LP 

No.010-

2014  

 X   X 

88 

SI - LP 

No.013-

2014 

X X   X 

89 

SI - LP 

No.015-

2014 

 X   X 

90 

SI - LP 

No.017-

2014  

 

 

 

X   X 

91 

SI - LP 

No.021-

2014  

 

 

 

X    

92 

SI - LP 

No.023-

2014 

 X   X 

93 

SI - LP 

No.024-

2014  

 

 

 

 

X    

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

94 

SI - LP 

No.030-

2014 

 

 

X    

95 

SI - LP 

No.032-

2014 

X X    

96 

SI - LP 

No.009-

2014 

 

 

X   X 
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97 

SI - LP 

No.021-

2014 

X X    

98 

SI - LP 

No.032-

2014 

 

 

 

X    

99 

SI   - LP 

No.016-

2015 

 

 

X    

100 

SEB - LP 

No.002-

2015 

 X    

101 

SEB   - 

LP 

No.004-

2015 

X X    

102 

SI   - LP 

No.001-

2015 

 

 

X    

103 

SI  - LP 

No.004-

2015 

 

 

X    

104 

SI - LP 

No.004-

2015 

X 

 

 

 

 

X    

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

105 

  SI - LP 

No.006-

2015 

 

 

X    

106 

SI - LP 

No.008-

2015  

 

 X    

107 

SI  - LP 

No.012-

2015 

X X    
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108 

SI  - LP 

No.014-

2015 

X X    

109 

SI  - LP 

No.016-

2015 

 

 

X    

110 

SI  - LP 

No.018-

2015 

 X    

111 

SI   - LP 

No.024-

2015 

X X    

112 

SI   - LP 

No.025-

2015 

 X    

113 

SI   - LP 

No.027-

2015 

 

 

X    

114 

SI   - LP 

No.028-

2015 

 

 

X    

115 

SSA   - 

LP 

No.001-

2015 

 

 

 

 

 

 

X    

Numero 

Numero 

de 

Contrato  

Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes 

 Contratos 

no 

terminados 

Adiciones 

116 

SI   - LP 

No.033-

2015 

 X    

117 

SDS  - LP 

No.001-

2015 

 X   X 

118 

SEB   - 

LP 

No.001-

2015 

X X    

119 

SI - LP 

No.005-

2015 

X X    
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120 

SI  - LP 

No.007-

2015 

X X    

121 

SI  - LP 

No.009-

2015 

 X    

122 

SI  - LP 

No.010-

2015 

X X    

123 

SI   - LP 

No.011-

2015 

X X    

124 

SI- LP 

No.015-

2015 

 X    

125 

SI   - LP 

No.021-

2015  

 X   X 

126 

SI   - LP 

No.023-

2015 

 X    

127 

SI   - LP 

No.031-

2015 

 X   X 

128 

SSA   - 

LP 

No.004-

2015 

 X    

 

 

3.2 ANALISIS DE LICITACIONES PÚBLICAS DURANTE LA ADMINISTRACIÓN DE 

RODOLFO HERNANDEZ (2016 AL 2019) 

 

Tabla 4 

LICITACIONES PÚBLICAS DURANTE LA ADMINISTRACIÓN DE RODOLFO HERNANDEZ 

(2016 AL 2019 

Número  

Contrato  Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes  

  Contratos 

no 

terminados  

Adiciones  

 

1 

SA-LP-

No.01-

2016 

X X   X 
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2 

 

SDS-LP-

No.001-

2016 

     

3 

 

SEB-LP-

No.01-

2016  

X    X 

4 

 

SEB-LP-

No.002-

2016 

    X 

5 

 

SEB-LP-

No.003-

2016  

    X 

6 

 

SI-LP-

No.001-

2016  

     

7 

 

SI-LP-

No.002-

2016 

    X 

8 

SI-LP-

No.005-

2016 

    X 

9 

SI-LP-

No.006-

2016 

     

10 

Si-LP-

No.04-

2017 

     

11 

SI-LP-

No.06-

2017 

    X 

12 

SI-LP-

No.015-

2017 

    X 

13 

SA-LP-

No.01-

2017 

     

14 

SA-LP-

No.02-

2017 

 

X 

 

X   X 

15 

SA-LP-

No.04-

2017 

X X   X 

16 

SEB-LP-

No.01-

2017 

     

17 

SEB-LP-

No.02-

2017 

X X    
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18 

SI-LP-

No.02-

2017 

X     

19 

SI-LP-

No.00-

2017 

    X 

20 

SI-LP-

No.07-

2017 

    X 

21 

SI-LP-

No.08-

2017 

     

22 

SI-LP-

No.09-

2017 

     

23 

SI-LP-

No.012-

2017 

     

24 

SI-LP-

No.013-

2017 

    x 

25 

SI-LP-

No.014-

2017 

     

26 

SI-LP-

No.018-

2017 

     

27 

SI-LP-

No.019-

2017 

    X 

28 

SH-LP-

No.01-

2018 

     

29 

SI-LP-

No.001-

2018 

    x 

30 

SI-LP-

No.019-

2018 

     

31 

SINT-LP-

No.001-

2018 

 X    

32 

SI-LP-

No.002-

2018 

    X 

33 

SA-LP-

No.02-

2018 

     

34 

SEB-LP-

No.01-

2018 
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35 

SI-LP-

No.03-

2018 

    X 

36 

SI-LP-

No.05-

2018 

    x 

37 

SI-LP-

No.06-

2018 

     

38 

SI-LP-

No.010-

2018 

    x 

39 

SI-LP-

No.012-

2018 

    x 

40 

SI-LP-

No.016-

2018 

     

41 

SI-LP-

No.017-

2018 

    X 

42 

SI-LP-

No.020-

2018 

    x 

43 

SI-LP-

No.021-

2018 

     

44 

SI-LP-

021-2019 

 

 

 

 

   x 

Número  

Contrato  Reiteración 

de 

Contratista  

Oferente 

único o 

número 

reducido de 

oferentes  

 Contratos 

no 

terminados  

Adiciones  

45 
SI-LP-

018-2019 

X     

46 
SI-LP-

009-2019 

X    X 

47 
SI-LP-

027-2019 

     

48 
SI-LP-

019-2019 

    X 

49 
SI-LP-

020-2019 

X    X 
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50 
SI-LP-

013-2019 

   X X 

51 
SI-LP-

016-2019 

     

52 
SI-LP-

010-2019 

X    X 

53 
SI-LP-

014-2019  

   X X 

54 
SI-LP-

007-2019 

    X 

55 
SI-LP-

006-2019 

   X X 

56 
SI-LP-

008-2019 

X   X X 

57 
SI-LP-

003-2019 

   X  

58 
SI-LP-

001-2019 

    X 

59 
SA-LP-

001-2019 

X     

60 
SI-LP-

005-2019 

    X 

61 
SI-LP-

017-2019 

    X 

62 
SI-LP-

019-2019  

    X 

63 
SI-LP-

011-2019 

X    X 

64 

SI - LP 

No.019-

2014 

    x 

 

3.3 Comparaciones y resultados  

De acuerdo al análisis de los indicadores de cuantificación del riesgo, las 

administraciones obtendrían cada una las siguientes calificaciones:  

Administración Luis Francisco Bohórquez (2012-2015) 

Tabla 5 

 Indicadores de cuantificación de riesgo 2012 al 2015 

INDICADOR  PORCENTAJE GRADO DE RIESGO 
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Reiteración de contratista 

determinado 

100% Riesgo Alto  

Oferente único o número 

reducido de proponentes 

17,9 Riesgo Menor  

Contratos no terminados 0,7% Riesgo Mínimo  

Adiciones 28,9% Riesgo Medio 

Administración de Rodolfo Hernández (2016-2019) 

Tabla 6 

Indicadores de cuantificación de riesgo 2016 al 2019 

INDICADOR PORCENTAJE GRADO DE RIESGO 

Reiteración de contratista 

determinado  

20,3% Riesgo Menor 

Oferente único o número 

reducido de proponentes 

9,3% Riesgo Mínimo  

Contratos no terminados 7,8% Riesgo Mínimo   

Adiciones 59.3$ Riesgo Considerable  

 

Así las cosas, se tiene que la administración de Luis Francisco Bohórquez obtuvo 22 

puntos, mientras que la administración de Rodolfo Hernández alcanzó los 16 puntos, cuestión 

que, aunque ubica en mejor lugar a este último, revela una muy leve y despreciable mejoría en 

niveles de riesgo de corrupción frente a la contratación estatal de una administración a otra, 

máxime cuando la última tuvo como impronta el discurso anticorrupción. Se observa que, en la 

reiteración de contratista, la administración de Luis Francisco Bohórquez eleva el riesgo nivel 

Alto, en tanto que la administración de Rodolfo Hernández registra un riesgo menor en un 

20,3%. En oferente único o número reducido de proponentes, la administración del período 
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2012-2015 clasifico en un nivel alto de riesgo; de otro lado, la administración del siguiente 

periodo, tuvo un nivel muy mínimo del 9,3% 

En lo que corresponde a contratos no terminados, la administración de Rodolfo 

Hernández reporta un riesgo mínimo y la administración de Luis Francisco Bohórquez un riesgo 

mínimo. Por último, el indicador de porcentaje de adiciones apunta con riesgo considerable a la 

administración del periodo 2016-2019 y con riesgo medio a la administración del período 

anterior de 2012-2015.          

 

 

 

 

   

4. CONCLUSIONES  

 

 

     Desde un punto de vista eminentemente normativo, la evaluación del riesgo de corrupción en 

la contratación estatal, más específica las licitaciones públicas, parte de considerar que estas son 

instrumentos jurídicos autorizados por la constitución para la consecución de fines esenciales del 

Estado Social de Derecho como la prestación de servicios públicos, el bienestar genera y la 

garantía de derechos fundamentales. La ley 80 de 1993 o Estatuto General de la Contratación 

Estatal, en su artículo 4 dispone un marco de obligaciones del contratante, las cuales a efectos de 
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analizar los resultados de la investigación podrían dar luces sobre las fallas de las 

administraciones locales en materia de contratación estatal. Conviene indagar cómo la reiteración 

de contratistas, el número reducido de oferentes, las adiciones y los contratos no terminados, 

constituyen inobservancia a las obligaciones del contratante. A razón de ello, conviene recordar 

las obligaciones: (i) Exigir al contratista el cumplimiento idóneo y oportuno del contrato (ii) 

solicitar la actualización de precios cuando se generen fenómenos que puedan alterar el 

equilibrio económico y financiero de contratos (iii) revisar de modo periódico la ejecución del 

contrato y promover acciones legales de responsabilidad, indemnización y repetición en caso de 

identificación de irregularidades por parte del contratista (iv) conminar el cumplimiento de los 

estándares técnicos de calidad de los productos y servicios ofrecidos por contratistas (v) corregir 

los desajustes que produzcan perturbaciones al contrato o amenacen su estabilidad económica y 

financiera. 

     Respecto de la obligación de exigir al contratista el cumplimiento oportuno del contrato, se 

encuentra que ambas administraciones califican con riesgo mínimo el indicador de ‘contratos no 

terminados’, entendiéndose un porcentaje levemente mayor en la administración de Rodolfo 

Hernández como producto de la proximidad de la culminación de su periodo de administración. 

De otra parte, la obligación de actualizar y revisar periódicamente el contrato, cuestión inherente 

al deber de planeación contractual, se ve sensiblemente conculcada por la administración de 

Rodolfo Hernández, la cual registra un riesgo considerable en adiciones con un 59,3 de los 

contratos relacionados. Aparte, este hecho de alguna manera fractura la obligación de procurar 

una estabilidad económica y financiera de la administración en materia de contratación estatal.  – 

Además, los indicadores de reiteración en la selección de un mismo contratista y único oferente o 

numero reducido de proponentes, se hallan asociados a dos presupuestos normativos de 
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significativo valor legal y constitucional: transparencia y selección objetiva. Durante la 

administración de Luis Francisco Bohórquez, se presenta un riesgo alto del 100% en materia de 

reiteración en la selección de un mismo contratista, cuestión que a efectos de un análisis jurídico 

podría evidencia un relajamiento en la observancia de los principios de transparencia y selección 

objetiva, los cuales ordenan de un lado un ceñimiento riguroso a los procedimientos, reglas y 

criterios de la licitación pública y de otro, la prevención de cualquier elemento de subjetividad 

que pueda teñir de parcialidad la escogencia de un contratista por preferencias o favoritismos. 

Contrario sensu, la administración de Rodolfo Hernández logra reducir sensiblemente el riesgo 

de corrupción en ese indicador a un 20%, cuestión que avizora un mayor apego a los principios 

de transparencia y selección objetiva de la contratación estatal.    

 

La corrupción es un fenómeno de múltiples causas, es decir, puede tener su origen en 

diversas situaciones contextuales, estructurales, culturales e institucionales. En primera instancia, 

la corrupción se ve impulsada por una serie de valores culturales, una reclinación colectiva hacia 

el deseo de sobresalir, sin reparar mucho en formas, tácticas y métodos, y más bien buscando la 

manera de dar saltos automáticos. La corrupción administrativa parece que estuviese de un lado 

asociada a esos valores culturales antagónicos y de otro, a una forma social muy piramidal, 

donde los privilegios se expresan como formas legitimas de violación a la norma, y los derechos, 

parecen ser vistos como remilgos de una clase históricamente excluida.  Cabe advertir que el 

derecho a la igualdad (real y legal) conjura los malos manejos y los resabios de la corrupción 

administrativa. Esto se logra mediante políticas públicas en asistencia y bienestar, educación, 

tránsitos generacionales y una reorganización del diseño institucional del Estado que priorice en 

las formas de control, inspección y vigilancia.  
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La teoría del riesgo de corrupción en la contratación estatal surge de la necesidad de 

establecer estrategias de prevención de hechos contrarios a la moral pública y administrativa del 

Estado. El riesgo, aporta una información valiosa respecto a las probabilidades de incidencia de 

hechos de corrupción, este basándose en el análisis de una serie de indicadores técnicos y 

contextuales. A la evaluación de riesgos de corrupción en la contratación estatal le interesa 

evidenciar problemas de competencia, es decir, falta de participantes en los procesos licitatorios, 

escogencia reiterada de un contratista determinado etc. Aunado a lo anterior, la teoría muestra 

concretamente indicadores de transparencia referidos a la publicidad de los contratos, promedio 

de procedimientos presenciales. En un sentido más tangible, se enmarcan las violaciones a la ley 

referidas a asignación a empresas fantasmas, clientelismo, sobornos, carruseles, omisión de 

requisitos habilitantes, aceleración de fases precontractuales etc.   

Conviene mencionar aquí que la transparencia en materia de licitaciones públicas, se 

halla concatenada a un sistema normativo que nace en la Constitución Política de 1991 y se 

desarrolla de manera axiológica en las leyes de contratación estatal. La contratación estatal tiene 

su base constitucional en el artículo 209 de la Carta Fundamental, y está subordinada al plan de 

desarrollo (artículo 339) y presupuesto de rentas y ley de apropiaciones (artículo 346). No está de 

más manifestar, que los principios, valores y derechos fundamentales enunciados en la 

Constitución, así como las finalidades esenciales del Estado Social de Derecho, supeditan el 

contenido y las formas en la contratación estatal. A nivel legal, la prevención de la corrupción 

administrativa en contratación estatal, aparece fundamentada en los principios enmarcados en la 

Ley 80 de 1993, referidos a la transparencia, economía, responsabilidad, ecuación contractual y 

selección objetiva. Sin lugar a dudas, el cumplimiento de las reglas y criterios enunciados en 

otras normas como la Ley 1150 de 2007 y Ley 1882 de 2018 -exigencias de requisitos 
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habilitantes de orden general y universal como la capacidad organizacional del contratista, su 

capacidad financiera, su capacidad jurídica, su idoneidad y experiencia, anuencia de principios 

de moralidad administrativa de materialidad de los principios de responsabilidad, divulgación 

proactiva, eficacia, celeridad, gratuidad, no discriminación, facilitación, buena fe, 

procedimientos precontractuales de estudios previos, planeación contractual etc.- transparentan 

el sentido sistemático e integral de la contratación estatal. 

No cabe duda que pese al enfoque cuantitativo del análisis del riesgo, este último no deja 

de estar sometido a distintos tipos de interpretaciones. A partir del método planteado, se tiene 

una diferencia apenas superficial entre la contratación de las dos administraciones analizadas, sin 

embargo, todo depende de ciertas miradas, incluso, más específicas. En primer lugar, se debe 

tomar en consideración que, aunque durante el periodo 2016-2019 se registró mínimos casos de 

reiteración de contratista, si hubo frecuente utilización del recurso de consorcio o asociaciones 

temporales, hecho que puede demarcar la participación interactiva de los mismos proponentes 

bajo una forma jurídica que los invisibiliza.  De igual modo, en la administración del ingeniero 

Rodolfo Hernández se hizo uso de la constitución de grupos de oferentes para la suscripción de 

contratos, cuestión que de algún modo puede llegar a traslapar la reincidencia de un contratista o 

grupo de contratistas determinado.  

Respecto al indicador de oferente único o número reducido de oferentes, se da una 

diferencia significativa entre ambas administraciones, dado que mientras la administración de 

Luis Francisco Bohórquez reporta un riesgo alto con un 100%, la contratación durante la 

administración de Rodolfo Hernández se caracterizó por abrir una alta participación a muchos 

proponentes y ofertantes, dándose un casi despreciable riesgo mínimo del 9,3%. Sin lugar a 



68 
 

dudas, la voluminosa concurrencia de proponentes en los periodos 2016-2019, contrasta con la 

conformación de grupos, a los cuales se les termina asignando el contrato. La administración de 

Luis Francisco Bohórquez, deriva un 0,7% de riesgo mínimo para el caso de contratos no 

terminados, mientras que la administración de Rodolfo Hernández llega un riesgo con un 7,8%. 

Vale la pena connotar que la proximidad temporaria de esta última administración influye de 

modo determinante en que mayor porcentaje de contratos aun no hayan sido culminados, 

cuestión que la pone en desventaja frente a la administración anterior. Alrededor del indicador 

acontece el quiebre o los entresijos del análisis cualitativo, pues el periodo 2012-2015 refiere un 

riesgo considerable y el período 2016-2019, esto, aunque en porcentajes sean muy similares 

separados escasamente por una diferencia del 6 %.    

 

De esta forma el desarrollo de la presente investigación aún no es concluyente, todavía 

queda mucho por decir sobre este tema, lo cierto es, que  el Estado, por medio de un número 

considerable de normas, ha tratado de solucionar el problema de la corrupción, y al día de hoy, 

no ha sido posible;  por lo que ya no es un problema de índole normativo, es un problema 

estructural, donde las condiciones socioeconómicas de la sociedad encuentra en los recursos 

públicos  un instrumento de generar recursos, convirtiéndose en un problema de ética pública 

que evidencia la falta de valores al momento del ejercicio de las funciones públicas.   

 En análisis de la administración de Luis Francisco Bohórquez, se tiene:  frente al primer 

indicador de reiteración en la elección del mismo contratista presenta un alto riesgo lato del 

100%; respecto del segundo indicador de Oferente único o número reducido de proponentes, el 

nivel del riesgo con un porcentaje menor de 17,9% muestra un riesgo menor de probabilidad 

cerca a mínima de ocurrencia de un acto de corrupción; en lo que corresponde a contratos no 
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terminados, el riesgo es mínimo casi nulo con un 0,7%; por último, en lo referente al indicador 

de adiciones, el riesgo medio de 28,9% es apenas leve.       

En análisis de la administración de Rodolfo Hernández, se tiene:  frente al primer 

indicador de reiteración en la elección del mismo contratista presenta un alto riesgo menor de 

probabilidad un tanto sensible y cercana a la media leve de 20,3%; respecto del segundo 

indicador de Oferente único o número reducido de proponentes, el nivel del riesgo con un 

porcentaje mínimo de probabilidad reducida de 9,3%; en lo que corresponde a contratos no 

terminados, el riesgo es mínimo de probabilidad reducida del 7,8%; por último, en lo referente al 

indicador de adiciones, el riesgo es considerable raso de 59,3%.       

Desde un punto de vista teórico, se puede aducir la necesidad de aplicar este tipo de 

metodologías de calificación del riesgo de corrupción a la contratación estatal, en cuanto a que 

ello permite visualizar las probabilidades de incidencia de actos de fraude contra la transparencia 

de las operaciones y acciones administrativas. Sin lugar a dudas, la medición del nivel del riesgo 

reporta significativos beneficios. De un lado, brinda una herramienta de previsión y planeación 

contractual, y de otro, ofrece la oportunidad de prevenir hechos de corrupción a partir de 

herramientas predictivas. Esto última cobra especial importancia en perspectiva del control fiscal 

previo y concomitante, el cual no se fundamenta en la sanción sino en la prevención.  

Combatir la corrupción requiere el trabajo conjunto entre diferentes disciplinas, haciendo 

énfasis en la ética y la educación que serán los elementos para que se deje de anidar este flagelo 

llamado corrupción entre las estructuras de la sociedad, es un camino largo, pero no imposible, si 

no se trabaja en ello, seguiremos avanzando en el agrietamiento de la democracia y de la 

institucionalidad.  
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